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SICGMA 

Marzo de dos mil veinticuatro (2024) 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en derecho 

corresponde sobre la Acción de Tutela presentada por LUZ ELENA BROCHERO PEDROZO, 

actuando en calidad de agente oficioso de su hija menor SUSANNA ARROYO BROCHERO, 

contra EPS SANITAS, por la presunta vulneración del derecho fundamental a la SALUD. 

 

 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

1). Que el 12 del abril del presente año, mi hija SUSANNA ARROYO BROCHERO identificada 

con el Registro civil No.1.044.236.605, presentaba bronquiolitis sobre infectada, por lo que 

decido llevarla a urgencia en la EPS Sanita. 

2). La menor duro 4 días internada, pero no nunca fue llevada a hospitalización debido que los 

pagos no se encontraban al día. 

3). Teniendo en cuenta a lo anterior y partiendo que mi hija solo tiene 1 año y 3 meses de edad, 

se realizan los pagos de los meses que se encontraban vencidos. 

4). Que la EPS a pesar de que se hicieron los pagos, no hicieron la activación de los servicios 

de la menor. 

5). Que el 16 de abril de la misma anualidad le dan salida a mi hija. 

6). Partiendo de lo anterior decido pasarle el reporte a Sanita por la no activación de los 

servicios. 

7). Que Sanitas me respondió que aún faltaba el pago del mes de noviembre, por lo que me 

exigía la planilla de pago del mes de octubre- noviembre. 

8). De acuerdo con lo anterior, le entrego a la EPS la planilla de noviembre- diciembre, teniendo 

en cuenta que mi afiliación a la EPS fue el 1 de noviembre del 2022, por tal razón no cuento con 

la planilla de pago de octubre-noviembre, debido que el pago de esta planilla se realizó a la EPS 

Sura, a la cual estaba afiliada anterior a Sanita. 

9). Que a la fecha la menor aún sigue sin recibir los servicios, por  tal situación no he podido 

seguir con el tratamiento de la bronquiolitis sobre infectada. 

10) de igual manera no se la ha podido llevar a consulta con el pediatra para saber el estado en 

el que se encuentra mi hija,  teniendo en cuenta que aún se encuentra con síntomas y secuelas de 

dicha enfermedad. 

11). Así mismo la menor tiene una hernia umbilical y una hernia epigástrica, las cuales no 

hemos podido tramitar las operaciones por la negación del servicio por parte EPS sanitas. 

 

                                      PETICIONES 

Con base en los fundamentos de hechos y derechos mencionados anteriormente, solito al señor 

Juez lo siguiente: 

 

1. Tutelar el derecho fundamental de salud 

2. Se ordene a EPS SANITA en cabeza de su director o quien haga sus veces que, a partir 
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de la notificación del presente fallo, reestablezca el servicio a la salud de la menor 

SUSANNA ARROYO BROCHERO como beneficiaria de la señora LUZ ELENA 

BROCHERO PEDROZO. 

 

ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 07 de febrero de 2024 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar a la parte accionada EPS SANITAS, para que dentro del plazo de 

cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibido del oficio alleguen por DUPLICADO el 

informe respectivo a fin de que rinda informa a los hechos expuestos. 

En auto de misma fecha se ordenó vincular a la EPS SURA y ASESORIA Y GRUPO DE 

SERVICIOS URUENA Y ASOCIADOS, a la presente acción constitucional por poderse ver 

afectados con futuras decisiones de fondo que se emitan dentro del plenario. 

El vinculado, EPS SURA, no contestó a los hechos. 

El vinculado, ASESORIA Y GRUPO DE SERVICIOS URUENA Y ASOCIADOS, no contestó 

a los hechos. 

El Accionado, EPS SANITAS, el 09 de febrero de 2024, contestó a los hechos lo siguiente:  

“I. FUNDAMENTOS DE HECHO  

  

1. La usuaria SUSANNA ARROYO BROCHERO, NO se encuentra afiliada al Sistema de Salud 

a través de la EPS Sanitas S.A.S.  

2. Mediante el presente trámite constitucional la usuaria LUZ ELENA BROCHERO 

PEDROZO oficioso de la menor SUSANNA ARROYO BROCHERO, solicita a EPS 

SANITAS S.A.S.: i)  

Afiliación  

3. La usuaria SUSANNA ARROYO BROCHERO, NO está ni ha estado afiliada en EPS 

SANITAS S.A.S., una vez realizada la consulta de afiliados BDUA se identifica que se 

encuentra afiliada al SGSSS a través de EPS SURAMERICANA S.A., dentro del Régimen 

Contributivo:  

 

  

  

4. De acuerdo a las pretensiones y hechos, y ejerciendo el derecho a la defensa, una vez 

consultada nuestra área de operaciones al respecto indicó que, la menor SUSANNA 
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ARROYO BROCHERO, se encontró afiliada en EPS Sanitas S.A.S., a través del régimen 

subsidiado hasta el 29 de diciembre de 2023, fecha en la cual se efectuó su retiro teniendo 

en cuenta el reporte auditoría reportado por el administrador ADRES, en el cual se reportó 

a la menor sin derecho a afiliación al régimen subsidiado, toda vez que registra con 

afiliación vigente en medicina prepagada Coomeva.  

  

5. Acorde con lo anterior es pertinente aclarar que el Ministerio de Protección Social y Salud 

creó el Sistema de Afiliación Transaccional (SAT), el cual está conformado por un portal al 

cual pueden acceder empleadores y afiliados cotizantes del Sistema General de Seguridad 

Social en Salud (SGSSS), para que realicen de forma autónoma la validación de la EPS a 

la cual quieren estar afiliados y el reporte de novedades, motivo por el cual este proceso no 

registra consentimiento ni intervención alguna de las EPS involucradas; la asignación, 

fecha de vigencia y demás novedades es determinada por el propio Ministerio.  

  

6. Por ser pertinente se cita lo establecido en la normatividad legal vigente.  Decreto 780 de 

2016.  

  

“Artículo 2.1.1.10 Deberes de las personas. Son deberes de las personas en relación 

con el Sistema General de la Seguridad Social en Salud los establecidos en los 
artículos 160 de la Ley 100 de 1993 y 10 de la Ley 1751 de 2015, en especial los 

referidos al suministro de información veraz, clara, completa, suficiente y oportuna 

sobre su identificación, novedades, estado de salud e ingresos; al pago de las 

cotizaciones y pagos moderadores que se establezcan en el Sistema, de acuerdo con 

su capacidad de pago; al ejercicio de su actuaciones de buena fe; y al cumplimiento 

de las normas, reglamentos e instrucciones del Sistema.” (Negrilla y subrayado fuera 

de texto)  

  

7. De acuerdo a las razones anteriormente esbozadas es evidente su señoría que EPS SANITAS 

S.A.S., ha actuado de acuerdo con la normatividad vigente, razón por la cual solicitamos se 

declare IMPROCEDENTE toda vez que no se evidencia vulneración alguna de derechos 

fundamentales al usuario y por el contrario esta entidad ha actuado de acuerdo con la 

normatividad vigente.  

  

 No existe en el presente caso NINGUNA CONDUCTA DE EPS SANITAS S.A.S., que haga necesaria 

la puesta en marcha del presente mecanismo, pues actualmente NO HAY EVIDENCIA ALGUNA DE 

NEGACIÓN DE SERVICIOS al accionante.   

  

Señor Juez, es entendible que los usuarios del sistema de seguridad social en salud deseen hacer 

más rápida y efectiva la satisfacción de su derecho fundamental y supongan que mediante el recurso 

a ciertos cauces ello no va a tener lugar, por básicas razones de debido proceso y el carácter 

excepcional y subsidiario de la acción de tutela, el juez constitucional no puede ordenar a una EPS, 

el cumplimiento de órdenes que hagan efectivo un derecho fundamental que nunca ha sido 

vulnerado.  

En otras palabras, no se debe tutelar un derecho fundamental que jamás ha sido trasgredido.  

Por lo anterior, es siempre necesario acudir inicialmente ante la responsable de cumplir la 

obligación de brindar el servicio de salud y solo de darse la eventualidad de la renuencia a hacerlo 

efectivo, es posible que la usuaria acudo ante el juez para que, previa determinación de que la 

prerrogativa fue lesionada, se ordene que sea garantizada de la manera más adecuada.  
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Como se dijo, no constituye excepción a lo anterior la mera sospecha o previsión de la peticionaria 

en el sentido de que un derecho fundamental haya sido vulnerado.  

La tutela no deja de ser un mecanismo de defensa judicial residual que se activa únicamente frente 

aquello que la distingue: su carácter instrumental frente a la violación efectiva o el riesgo de 

vulneración de derechos fundamentales, ya sea por acción o por omisión del agente. Considerar 

que la acción puede anticiparse a que tal cosa ocurra, desnaturalizaría sus rasgos y, sobre todo, su 

función constitucional.  

Es por lo anterior, que esta defensa, en representación de la EPS Sanitas S.A.S. realiza las 

siguientes:  

  

PETICIONES 

  

1. NEGAR por IMPROCEDENTE, la presente acción de tutela instaurada por LUZ ELENA 

BROCHERO PEDROZO oficioso de la menor SUSANNA ARROYO BROCHERO, en contra de 

EPS SANITAS S.A.S., toda vez que esta compañía, ha garantizado la prestación de los servicios 

requeridos ordenados por los tratantes, lo que claramente evidencia que no se ha vulnerado o 

amenazado derecho fundamental alguno.”  

 

COMPETENCIA 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de la tutela 

cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y como los efectos 

de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, tenemos la competencia 

para conocer del asunto en primera instancia.  

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 

 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en nuestro 

ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa que se trata de una 

acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en todo momento y lugar, para 

reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata y efectiva de los derechos 

constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en los casos establecidos en la ley. Sin 

embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, esta acción resulta 

improcedente, entre otras causales de improcedencia, cuando existen otros recursos o medios de 

defensa judiciales o administrativos para proteger los derechos fundamentales del accionante, como 

quiera que la acción constitucional de tutela tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros 

recursos o medios de defensa administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su 

objetivo no puede ser el de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 

de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia para la protección efectiva de los derechos fundamentales de las 

personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad 

pública o por los particulares en los casos expresamente señalados por el artículo 42 del Decreto 
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2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo consagró en forma expresa un 

determinado número de derechos considerados como fundamentales ya antes reconocidos por 

organizaciones supranacionales, sino que además instituyó un mecanismo especial para brindarle 

protección jurídica a tales derechos cuando resulten violados o amenazados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona tendrá acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave directamente el 

interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida como 

un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección directa, efectiva 

e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de particulares en los casos 

previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples oportunidades la Honorable 

Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es procedente cuando quien la instaura 

dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, a menos que se instaure como un mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Es decir, y en este sentido realizando una 

interpretación estricta de esta acción de tutela, es requisito indispensable la inexistencia de otro 

mecanismo idóneo de defensa judicial, a través del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la 

protección del derecho conculcado. Es por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, 

ha resaltado el carácter subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos 

esenciales. 

DERECHO DE PETICIÓN 

El artículo 23 de la Constitución Política, consagrado como derecho fundamental, su aplicación como 

derecho de tal categoría a través de los recursos constitucionales resulta de importancia y de resorte, 

siendo este un derecho sin límites, tal como lo contempla la Corte Constitucional cuando señala lo 

siguiente: 

“El único límite que impone la Constitución para no poder ser el titular del derecho de obtener pronta 

resolución de peticiones, es que la petición se haya formulado de manera irrespetuosa. Es en la 

resolución, y no en la formulación donde este fundamental derecho adquiere toda su dimensión como 

instrumento eficaz de la participación democrática, el derecho a la información y la efectividad de 

los demás derechos fundamentales. El derecho de petición es uno de los instrumentos fundamentales 

para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él 

se pueden hacer valer muchos otros derechos constitucionales, como el derecho a la información, el 

derecho a la participación política y el derecho a la libertad de expresión.” 

La carga de la prueba en materia de tutela y la presunción de veracidad. Reiteración de 

jurisprudencia. 
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2.1.1 El Decreto 2591 de 1991, en su artículo 3º,  establece como uno de los principios rectores de la 

acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”.[1] Por este motivo, una de las 

características de esta acción – cuyo fin es la salvaguarda y garantía de los derechos fundamentales 

- es su informalidad. 

  

En materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier 

medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal.[2] Esta informalidad 

probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios 

probatorios aportados al proceso, puede - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - 

dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 

2591 de 1991[3]. 

  

De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista 

una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho 

fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es 

decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho 

constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente su 

transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, 

además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la 

idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien invoca un hecho tiene el deber de aportar los 

medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos 

necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la 

prueba o le generen un convencimiento sobre la veracidad del mismo. 

  

2.1.2 Ahora bien, por mandato de la Constitución, tratándose de la protección y aplicación de los 

derechos, las actuaciones de los particulares se presumen ceñidas a los postulados de la buena fe[4]. 

Por este motivo, cuando una persona acude al juez constitucional buscando la protección de sus 

derechos fundamentales se encuentra respaldada por la presunción de veracidad. 

  

Lo anterior se encuentra ligado a las facultades oficiosas del juez constitucional, ya que éste puede 

requerir informes – conforme al artículo 19 del Decreto 2591 de 1991 – de la parte demandada para 

determinar “los antecedentes del asunto (…)”[5]. En este orden de ideas, si el mencionado informe 

no es rendido dentro del plazo conferido por la autoridad judicial, “se tendrán por ciertos los hechos 

y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa”[6]. 

  

2.1.3 Ahora bien, en la jurisprudencia de esta Corporación se puede observar cómo ha sido 

interpretada y aplicada esta presunción. Es importante recalcar que, en todo caso, se parte de la idea 

de que la misma constituye una sanción de la conducta procesal asumida por una de las partes debido 

a su negligencia o desinterés en la resolución del conflicto ius fundamental[7]. Así mismo, el juez 

constitucional está llamado a utilizarla como un medio para convencerse del acaecimiento de los 

hechos narrados por la parte demandante en razón a la celeridad e inmediatez de la acción de tutela 

y a la eficacia con la que se deben proteger los derechos fundamentales. Esto último, sin perjuicio de 

que la autoridad judicial estime necesario desplegar sus poderes oficiosos para determinar la 

ocurrencia de los hechos alegados por la parte demandante. 

  

Esta facultad de apreciación de la conducta procesal de la parte demandada para determinar el 

acaecimiento de los hechos alegados no es una potestad exclusiva del juez constitucional. Por el 

contrario, se halla incluso en la legislación procesal civil. Así, para citar tan sólo unos ejemplos, el 

CPC, al referirse a los indicios, contempla en el artículo 249 que “El juez podrá deducir indicios de 

la conducta procesal de las partes”. En el mismo sentido, el inciso 7º del artículo 208 del mencionado 

Código – que regula el interrogatorio de parte – dispone que “si el interrogado se negare a contestar 

o diere respuestas evasivas o inconducentes, el juez lo amonestará para que responda o para que lo 
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haga explícitamente con prevención sobre los efectos de su renuncia (…)”; los cuales harán, según 

el inciso primero de artículo 210 “(…) presumir ciertos los hechos susceptibles de prueba de 

confesión sobre los cuales versen las preguntas asertivas admisibles, contenidas en el interrogatorio 

escrito (…)”. 

  

2.1.4 Como fue indicado anteriormente, la Corte, a través de su jurisprudencia, se ha pronunciado en 

torno a la presunción de veracidad. Así, en la sentencia SU-813 de 2007 esta Corporación indicó 

que “(…) es pertinente recordar que el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 consagra la presunción 

de veracidad como un instrumento para sancionar el desinterés o negligencia de la autoridad pública 

o el particular contra quien se ha interpuesto una acción de tutela, particularmente porque dentro del 

plazo señalado por el juez, no rinde la información por éste solicitada (Art. 19 Decreto 2591 de 1991), 

logrando con ello que los hechos narrados por el accionante en la demanda de tutela sean tenidos 

como ciertos (…). En consecuencia, vistas las circunstancias propias de los casos objeto de revisión 

en esta sentencia, se tendrán por ciertos los hechos expuestos por los accionantes en cada una de sus 

acciones de tutela, respecto de aquellas partes vinculadas al trámite de dichas acciones de tutela, y 

que no intervinieron en ellas” (subrayas fuera del original)[8].   

 

“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional1 ha establecido estos parámetros: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, 

pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para 

sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si 

no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es 

necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando 

realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 

administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la 

efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela 

                                                           
1 pueden consultarse otras sentencias C-504 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-799 de 2006, 
M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-707 de 2007 M.P: Rodrigo Escobar Gil. 
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se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 

solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes...” 

3. ALCANCE Y EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA. - 

 

La Corte Constitucional en múltiples oportunidades se ha pronunciado sobre el sentido y el alcance 

del derecho fundamental de petición y ha señalado de forma categórica que la Administración tiene 

la obligación de proferir una contestación pronta y de fondo en relación con los asuntos planteados 

por los administrados. Precisamente, esta Corporación ha señalado el alcance y ejercicio de este 

derecho fundamental en los siguientes términos: 

"a). El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión. 

b). El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 

cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se 

reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c). La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, 

clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en conocimiento del 

peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 

constitucional fundamental de petición. 

d). Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e). Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine. 

(...) 

g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 
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h). La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 

oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba 

incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. 

i). El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más 

del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994."1 

 

Posteriormente, la Corte añadió a estos supuestos, otros dos: (i) que la falta de competencia de la 

entidad ante quien se presenta la solicitud no la exonera del deber de responder;2 y, (ii) que, ante la 

presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado. 

5. ELEMENTOS DEL DERECHO DE PETICIÓN. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA[15] 

El artículo 23 de la Constitución Política establece lo siguiente: “toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas 

para garantizar los derechos fundamentales”.  

Esta corporación ha señalado el alcance de ese derecho y ha manifestado que la respuesta a una 

solicitud debe cumplir los siguientes parámetros: (i) ser pronta y oportuna; (ii) resolver de fondo, de 

manera clara, precisa y congruente la situación planteada por el interesado; (iii) y, finalmente, tiene 

que ser puesta en conocimiento del peticionario. El incumplimiento de cualquiera de estos 

ingredientes conllevará a la vulneración del goce efectivo de la petición, lo que en términos de la 

jurisprudencia conlleva a una infracción seria al principio democrático[16]. Al respecto la sentencia 

T-377 de 2000 expresó:  

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión.  

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, 

pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para 

sí el sentido de lo decidido.  

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si 

no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición.  

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita.  

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine. 

(...) 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.  
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h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 

oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba 

incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.  

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más 

del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.”  

Adicionalmente, en la sentencia T-1006 de 2001 se precisó que la falta de competencia de la entidad 

ante quien se formula la petición no la exonera del deber de contestar y que la autoridad pública debe 

hacer lo necesario para notificar su respuesta, de manera que se permita al peticionario ejercer los 

medios ordinarios de defensa judicial cuando no está conforme con lo resuelto[17]. 

 

Los presupuestos de suficiencia, efectividad y congruencia también han sido empleados por la 

Corte  para entender  satisfecho un derecho de petición[18]. Una respuesta es suficiente cuando 

resuelve materialmente la solicitud y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que 

la contestación sea negativa a las pretensiones del peticionario[19]; es efectiva si soluciona el caso 

que se plantea[20] (artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia entre lo 

respondido y lo pedido, de tal manera que la solución verse sobre lo planteado y no sobre un tema 

semejante, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional[21].  

Igualmente, esta corporación ha indicado que las peticiones presentadas por personas en 

circunstancias de debilidad manifiesta, indefensión o vulnerabilidad requieren de una atención 

reforzada. Así lo reconoció en la sentencia C- 542 de 2005 al señalar:  

“(…) el funcionario público debe ser formado en una cultura que marque un énfasis en la 

necesidad de servir diligentemente a los ciudadanos y en especial a aquellos que se 

encuentren marginados por la pobreza, por la indefensión, por la ignorancia, por las 

necesidades de toda índole, tanto más cuanto como bien lo señala la sentencia de la Corte 

Constitucional T-307 de 1999, ‘esas condiciones de pobreza y vulnerabilidad pueden llegar 

a producir una cierta 'invisibilidad' de esos grupos sociales.’ 

(…) 

La Corte se ha pronunciado, además, a favor de una modalidad reforzada del derecho de 

petición que exige a los funcionarios y servidores públicos atender de modo especialmente 

cuidadoso ‘las solicitudes de aquellas personas que, por sus condiciones críticas de pobreza 

y vulnerabilidad social, acuden al Estado en busca de que las necesidades más determinantes 

de su mínimo vital sean atendidas (…).” 

En suma, el derecho fundamental de petición propende por la interacción eficaz entre los particulares 

y las entidades públicas o privadas, obligando a éstas a responder de manera oportuna, suficiente, 

efectiva y congruente las solicitudes hechas por aquellos. Faltar a alguna de estas características se 

traduce en la vulneración de esta garantía constitucional. 

 

4. DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, MARCO JURÍDICO Y ELEMENTOS 

ESENCIALES. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. - 

El derecho fundamental de petición se comprende como la garantía constitucional de toda persona a 

(i) formular peticiones respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -organizaciones 

privadas[11] o personas naturales[12]-, en los términos definidos por el Legislador; (iv) por motivo 

de interés general o particular, y a (iv) obtener pronta resolución[13]. El marco jurídico de esta 
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garantía se concentra, principalmente, en el artículo 23 de la Constitución Política y en la Ley 1437 

de 2011, Titulo II, sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015[14], “(p)or medio de la cual 

se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 

Mediante el ejercicio del derecho fundamental de petición resulta posible solicitar “el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una 

situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y 

requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 

recursos”[15] (resaltado propio). Existen algunos documentos que tienen carácter reservado, entre 

estos, por ejemplo, las historias clínicas. Sin embargo, el Legislador previó la posibilidad de que, en 

casos como estos, tales documentos puedan ser solicitados por su titular (numeral 3º y parágrafo 

del  artículo 24 Ley 1437 de 2011). En cualquier caso, el ejercicio de este derecho es gratuito, no 

requiere de representación a través de abogado[16] y, puede presentarse de forma verbal o 

escrita[17], a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos[18]. 

El término para resolver las peticiones, por regla general, es de 15 días[19] siguientes a su recepción. 

Sin embargo, existen algunos casos especiales, como sucede, por ejemplo, en el caso de la solicitud 

de documentos o información, caso en el cual la solicitud debe resolverse en el término de 10 días 

siguientes a su recepción; o en el caso de las consultas ante las autoridades, el término es de 30 días 

siguientes a la recepción, tal y como se señala en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011:   

 

“1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 

todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.” 

  

No obstante, cuando no resulte posible resolver la petición en los mencionados plazos, según el 

parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, la autoridad tiene que informar esta situación al 

petente, antes del vencimiento del término. Para ello se debe expresar los motivos de la demora y el 

plazo en que se resolverá o dará respuesta, el cual debe ser razonable y, en todo caso, no puede 

exceder el doble del inicialmente previsto. 

  

En el evento de que la petición se dirija ante una autoridad sin competencia, según el artículo 21 de 

la Ley 1437 de 2011, si esta se realiza de manera verbal, se debe informar “de inmediato” al 

peticionario, de ser por escrito, dentro de los 5 días siguientes a los de la recepción. Adicionalmente, 

la autoridad “dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del 

oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo 

comunicará”. En este sentido, la Corte Constitucional ha advertido que “la simple respuesta de 

incompetencia constituye una evasiva a la solicitud, con lo cual la administración elude el 

cumplimiento de su deber y desconoce el principio de eficacia que inspira la función 

administrativa”[20]. 

Cabe resaltar en relación con los derechos de petición ejercidos ante particulares que se han 

diferenciado tres situaciones: (i) cuando el particular presta un servicio público o realiza funciones 

de autoridad, el derecho de petición opera como si se dirigiera contra la administración; (ii) si el 

derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata, el trámite y resolución de estas peticiones están 
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sometidos a los principios y reglas generales, establecidos en el Titulo II de la Ley 1437 de 2011 

(anteriormente mencionadas); sin embargo, se ha señalado que (iii) si la tutela se dirige contra 

particulares que no actúan como autoridad o no se trate de la protección de otro derecho fundamental, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el legislador lo reglamente[21]. 

  

Siguiendo estas consideraciones, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-951 de 2014, por 

medio de la cual se estudió el Proyecto de Ley Estatutaria “(p)or medio del cual se regula el derecho 

fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo”, precisó que el núcleo esencial del derecho fundamental de 

petición comprende[22]: i) la formulación de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de 

fondo y iv) la notificación al peticionario de la decisión. En concordancia, se ha precisado que 

sus elementos estructurales[23] son: (i) el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las 

autoridades por motivos de interés general o particular; (ii) la solicitud puede ser presentada de forma 

verbal o escrita; (iii) la petición debe ser formulada respetuosamente; (iv) la informalidad en la 

petición; (v) la prontitud en la resolución; y (vi) la competencia del Legislador para reglamentar su 

ejercicio ante organización privadas. 

  

Particularmente, en relación con la respuesta a la petición, se ha advertido en reiteradas 

oportunidades que, so pena de ser inconstitucional, esta debe cumplir con los requisitos de 

(i) oportunidad; (ii) ser puesta en conocimiento del peticionario[24] y (iii) resolverse de fondo 

con claridad, precisión, congruencia y consecuencia[25] con lo solicitado[26]. 

  

La respuesta, en consecuencia, se debe emitir en el término definido por la ley[27], tiene que ser 

efectivamente notificada al peticionario “pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”[28] y, debe comprender 

una respuesta de fondo, clara, precisa, congruente y consecuente a la solicitud[29]. Particularmente, 

en virtud de esta última exigencia se ha determinado la vulneración del derecho fundamental de 

petición cuando se han emitido respuestas abstractas[30], escuetas[31], confusas, dilatadas o 

ambiguas[32], al considerar que carece de sentido que se responda la solicitud si no se resuelve 

sustancialmente la materia objeto de petición[33]. En consecuencia se ha explicado que, por ejemplo, 

la respuesta, puede implicar que “la autoridad suministre información adicional relacionada con los 

intereses del peticionario, pues eventualmente ésta puede significar una aclaración plena de la 

respuesta dada”[34]. (Resaltado fuera de texto) 

  

En este sentido, la Sentencia T-610 de 2008, reiterada en la C-951 de 2014, estableció que las 

respuestas a las peticiones deben reunir los requisitos resaltados a continuación para que se considere 

ajustada al Texto Superior: 

  

La respuesta debe ser “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; 

(ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente 

y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha 

surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado 

dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la 

información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por 

las cuales la petición resulta o no procedente”(resaltado propio). 

  

Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no significa que la respuesta sea 

aquiescente con lo solicitado, sino el respeto por el ejercicio del derecho fundamental de petición, es 

decir, se debe emitir una respuesta clara, precisa, congruente, de fondo, sin que ello signifique 

necesariamente acceder a lo pretendido[35]. Debe recordarse que es diferente el derecho de petición 
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al derecho a lo pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se 

decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el 

reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado (…)”[36]. Es decir, la entidad o particular al 

que se dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la solicitud, lo que no significa 

que deba acceder necesariamente a las pretensiones que se le realicen. 

 

Bajo este entendido, en la Sentencia T-099 de 2014, reiterada en la T-154 de 2017 se señaló que: 

  

“Así, se ha advertido que se satisface este derecho cuando se emiten y reciben respuestas que 

abarcan en forma sustancial y resuelven, en lo procedente, la materia objeto de solicitud, 

independientemente del sentido, de manera que no puede entenderse vulnerado el derecho 

simplemente porque la contestación dada al peticionario dentro de los términos dispuestos sea 

negativa, pues si efectivamente atiende de fondo el asunto inquirido, se ha satisfecho tal derecho de 

petición.” (Negrillas fuera de texto) 

  

En cualquier caso, tal y como se señaló en la Sentencia T-888 de 2014, para responder una petición 

no basta con señalarle al solicitante las dificultades en la administración de la información requerida, 

“para dar respuesta de fondo al asunto, la administración no puede trasladar al peticionario las fallas 

o deficiencias en el manejo de la información solicitada”, consideración que tiene mayor relevancia 

cuando se encuentran amenazados o vulnerados otros derechos fundamentales. 

 

“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional2 ha establecido estos parámetros: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la 

democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, 

pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí 

el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si 

no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre 

en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. 

Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es 

necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza 

funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 

administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la 

efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela 

                                                           
2 pueden consultarse otras sentencias C-504 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-799 de 2006, 
M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-707 de 2007 M.P: Rodrigo Escobar Gil. 
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se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 

solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que 

deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la 

Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder 

dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro 

de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes...” 

EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD. REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL[24] 
  

35. Los artículos 48 y 49 de la Constitución Política establecen la seguridad social como un servicio 

público esencial a cargo del Estado, cuyo fin es garantizar a todas las personas el acceso a la misma 

bajo los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 

  

36. Con fundamento en las disposiciones constitucionales, en diferentes instrumentos internacionales 

como la Declaración Universal de los Derechos Humanos[25]; la Convención Internacional sobre la 

eliminación de Todas Formas de Discriminación Racial de 1965[26]; el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales[27]; y en documentos como la Observación General 14 

del Comité de Naciones Unidas sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales[28]; se profirió la 

sentencia T-760 de 2008 que reconoció la salud como derecho fundamental[29]. En esta sentencia, la 

Corte no se limitó a revisar y resolver las causas individuales, sino que también concluyó que, en vez 

de tratarse simplemente de problemas aislados y específicos de usuarios, los casos analizados 

representaban violaciones recurrentes provocadas por dificultades estructurales presentes en los 

diferentes niveles del sistema de salud, generados principalmente por fallas en la regulación. A 

efectos de intervenir dicha situación, este Tribunal adoptó una serie de órdenes complejas. 

  

37. Cabe precisar que, con anterioridad a la sentencia T-760 de 2008, esta Corporación ya había 

reconocido la salud como derecho fundamental susceptible de protección a través de la acción de 

tutela cuando resultare vulnerado, por ejemplo, con la negativa a prestar un servicio, 

comprometiendo la vida y la dignidad humana del usuario del sistema. De ahí que fuese amparado no 

solo cuando representaba un peligro para la vida en condiciones dignas, entendiendo que dicha 

salvaguardia se extiende a la recuperación y mejoramiento del paciente.[30] 

  

38. Con fundamento en la sentencia T-760 de 2008, se expidió la Ley estatutaria 1751 de 2015[31] -

en adelante LeS- que reconoció el derecho a la salud como “fundamental, autónomo e irrenunciable 

y como servicio público esencial obligatorio a cargo del Estado”[32]. 

  

39. En sentencia C-313 de 2014, al efectuar el control previo de constitucionalidad del proyecto de 

ley estatutaria en salud, este Tribunal sostuvo que la salud abarca una amplia gama de factores 

socioeconómicos que determinan las condiciones mediante las cuales las personas pueden llevar una 

vida sana, teniendo como punto de partida la inclusión implícita de todos los servicios y tecnologías, 

debiendo establecerse expresamente las exclusiones a la cobertura del plan de beneficios en salud. A 

la luz de la jurisprudencia en cita, el Estado es responsable de respetar, proteger y garantizar el goce 

efectivo del derecho a la salud, ejerciendo una adecuada inspección, vigilancia y control a las EPS, 

de lo contrario se hace nugatoria la realización de este. 
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40. Con fundamento en la Observación General núm. 14 del Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, la Corte estableció[33] que el derecho a la salud debe entenderse de acuerdo con 

la expresión “más alto nivel posible de salud” contenida en el artículo 12 del PIDESC[34]. Sobre el 

particular, explicó que esta garantía abarca una amplia gama de componentes socioeconómicos que 

generan las condiciones merced a las cuales las personas pueden llevar una vida sana y, por tanto, se 

extiende a los factores determinantes básicos de la salud como la alimentación y la nutrición, la 

vivienda, el acceso a agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo 

seguras y sanas y un medio ambiente sano[35]. Este concepto, a su vez, comprende distintos escenarios 

constitucionales, entre los que se encuentra la prestación y el suministro de servicios y tecnologías 

en salud. 

  

41. Ahora bien, en torno al contenido de la LeS, se advierte que el legislador abordó la problemática 

identificada por la Corte Constitucional[36] y desarrolló la dimensión positiva del derecho 

fundamental. En el artículo 4 definió el sistema de salud como el conjunto articulado y armónico de 

principios y normas; políticas públicas; instituciones; competencias y procedimientos; facultades, 

obligaciones, derechos y deberes; financiamiento; controles; información y evaluación, que el Estado 

disponga para la garantía y materialización del derecho fundamental de la salud. 

  

42. En el artículo 6º. estableció los principios que lo orientan, entre los que se destacan: i) 

universalidad, que implica que todos los residentes del territorio gozarán del derecho a la salud en 

todas las etapas de la vida; ii) pro homine, en virtud del cual todas las autoridades y actores del 

sistema de salud interpretarán las normas vigentes que sean más favorables para proteger el derecho 

a la salud; iii) equidad, referido a la necesidad de implementar políticas públicas dirigidas al 

mejoramiento de la salud de personas de escasos recursos, grupos vulnerables y sujetos de especial 

protección; iv) continuidad, relacionado con el hecho de que una vez ha iniciado un servicio no puede 

suspenderse por razones administrativas o económicas; y v) oportunidad, significa que los servicios 

deben ser provistos sin demoras. 

  

43. El artículo 8º. Dispuso que la prestación de este servicio debe ser completa e integral, con 

independencia de su cubrimiento y financiación, prohibiendo fragmentarlo en desmedro de la salud 

de los pacientes. Por tal motivo se estableció un límite a las exclusiones del artículo 15, en virtud del 

cual se restringe la prestación de algunos servicios y tecnologías con cargo a recursos públicos, como 

aquellos que tengan un propósito cosmético, que no exista evidencia científica sobre su seguridad, 

eficacia y efectividad clínica, que no haya sido autorizado por la autoridad competente, se encuentre 

en fase experimental o que tenga que ser prestado en el exterior; es decir, se garantiza la cobertura 

para proteger el derecho a la salud salvo aquellos que estén expresamente excluidos. 

  

44. Así las cosas, la prestación y el suministro de servicios y tecnologías deberá guiarse por el 

principio de integralidad, entendido como un principio esencial de la seguridad social y que se refiere 

a la necesidad de garantizar el derecho a la salud, de tal manera que los afiliados al sistema puedan 

acceder a las prestaciones que requieran de manera efectiva, es decir, que se les otorgue una 

protección completa en relación con todo aquello que sea necesario para mantener su calidad de vida 

o adecuarla a los estándares regulares[37]. 

  

Contenido y alcance del derecho a la salud. Reiteración de jurisprudencia[53] 
  

16. El derecho a la salud está consagrado en el artículo 49 Superior, y ha sido interpretado como una 

prerrogativa que protege múltiples ámbitos, tales como la vida, la dignidad humana y la seguridad 

social, entre otros. 
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En numerosas oportunidades[54] y ante la complejidad que plantean los requerimientos de atención en 

los servicios de salud, la jurisprudencia constitucional se ha referido a sus dos facetas: por un lado, 

su reconocimiento como derecho y, por el otro, su carácter de servicio público. En cuanto a esta 

última faceta, el servicio de salud debe ser prestado de manera oportuna, eficiente y con calidad, de 

conformidad con los principios de continuidad, integralidad e igualdad. 

  

Respecto de la primera faceta, el derecho a la salud debe atender los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad. Así mismo, resulta oportuno mencionar que este derecho ha sido objeto 

de un proceso de evolución a nivel jurisprudencial[55] y legislativo[56], cuyo estado actual implica su 

categorización como derecho fundamental autónomo. Para tal efecto, desde el punto de vista 

dogmático, a partir de la Sentencia T-760 de 2008[57] se considera que dicha característica se explica 

por su estrecha relación con el principio de la dignidad humana, por su vínculo con las condiciones 

materiales de existencia y por su condición de garante de la integridad física y moral de las personas. 

  

17. En aras de garantizar la eficacia del derecho a la salud, fue expedida la Ley Estatutaria 1751 de 

2015, la cual reguló esta garantía fundamental en sus dos facetas: como derecho y como servicio 

público. Así, de un lado, se consagró como un derecho fundamental autónomo e irrenunciable en lo 

individual y en lo colectivo, y de otro, como servicio público esencial obligatorio que debe ser 

prestado de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento y la 

promoción de la salud, cuya ejecución se realiza bajo la indelegable dirección, supervisión, 

organización, regulación, coordinación y control del Estado[58]. 

  

Adicionalmente, el Legislador estatutario estableció una lista de obligaciones para el Estado en la 

Ley 1751 de 2015[59], cuya lectura no puede realizarse de forma restrictiva, pues responde al mandato 

amplio del deber del Estado de adoptar medidas de respeto, protección y garantía del derecho a la 

salud. Estos deberes incluyen dimensiones positivas y negativas. 

  

Respecto de la dimensión positiva, el Estado tiene el deber de: (i) sancionar a quienes dilaten la 

prestación del servicio; así como (ii) generar políticas públicas que propugnen por garantizar su 

efectivo acceso a toda la población; (iii) adoptar leyes u otras medidas para velar por el acceso igual 

a la atención de la salud, y servicios relacionados con la salud proporcionados por terceros; (iv) 

vigilar que la prestación del servicio de salud a cargo de particulares no represente una amenaza para 

la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad de los servicios de atención; (v) controlar la 

comercialización de equipos médicos y medicamentos; (vi) asegurarse que los profesionales de la 

salud reúnan las condiciones necesarias de educación y experiencia; y (vii) adoptar medidas para 

proteger a todos los grupos vulnerables o marginados de la sociedad, en particular las mujeres, las 

niñas, los niños, los adolescentes y las personas mayores[60]. 

  

Por otro lado, en relación con la dimensión negativa, se resalta que la Ley 1751 de 2015 impone a 

los actores del sistema los deberes de: (i) no agravar la situación de salud de las personas 

afectadas; (ii) abstenerse de denegar o limitar el acceso igual de todas las personas a los servicios de 

salud preventivos, curativos y paliativos; (iii) abstenerse de imponer prácticas discriminatorias en 

relación con el estado de salud y las necesidades de los ciudadanos; (iv) prohibir o impedir los 

cuidados preventivos, las prácticas curativas y las medicinas tradicionales; (iv) no comercializar 

medicamentos peligrosos y aplicar tratamientos médicos coercitivos[61]. 

  

La jurisprudencia constitucional[62] reconoce que estos deberes negativos implican que el Estado o 

las personas, pueden violar el derecho a la salud, bien sea por omisión, al dejar de prestar un servicio 

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn54
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn55
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn56
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn57
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn58
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn59
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn60
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn61
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-336-18.htm#_ftn62


   

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 
 

RADICACIÓN: 08-758-41-89-004-2024-00-079-00 

ACCIÒN DE TUTELA 

Accionante: LUZ ELENA BROCHERO PEDROZO C.C. 1.140.859.568, agente oficio de SUSANNA ARROYO BROCHERO 

Accionado: ESP SANITAS 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

de salud, o bien por acción, cuando realizan una conducta cuyo resultado es deteriorar la salud de 

una persona. En lo que respecta a las dimensiones negativas del derecho a la salud, de las cuales se 

deriva la obligación general de abstención, no hay razón alguna para que su cumplimiento sea 

pospuesto hasta que el Estado, la entidad o la persona cuenten con los recursos suficientes y la 

capacidad administrativa adecuada. 

  

18. En cuanto a los elementos del derecho fundamental a la salud, la Corte ha destacado que se trata 

de los principios de disponibilidad, aceptabilidad, accesibilidad y la calidad e idoneidad profesional. 

En particular, la Corte ha dicho lo siguiente sobre cada uno de ellos:  

      (i)    Disponibilidad: implica que el Estado tiene el deber de garantizar la existencia de medicamentos 

esenciales, agua potable, establecimientos, bienes, servicios, tecnologías, instituciones de salud y 

personal profesional competente para cubrir las necesidades en salud de la población[63]; 

    (ii)     Aceptabilidad: hace referencia a que el sistema de salud debe ser respetuoso de la diversidad de 

los ciudadanos, prestando el servicio adecuado a las personas en virtud de su etnia, comunidad, 

situación sociocultural, así como su género y ciclo de vida[64]; 

 (iii)     Accesibilidad: corresponde a un concepto mucho más amplio que incluye el acceso sin 

discriminación por ningún motivo y la facilidad para obtener materialmente la prestación o 

suministro de los servicios de salud, lo que a su vez implica que los bienes y servicios estén al alcance 

geográfico de toda la población, en especial de grupos vulnerables. De igual manera, se plantea la 

necesidad de garantizar a los usuarios el ingreso al sistema de salud con barreras económicas 

mínimas y el acceso a la información.[65] 

 (iv)     Calidad: se refiere a la necesidad de que la atención integral en salud sea apropiada desde el punto 

de vista médico y técnico, así como de alta calidad y con el personal idóneo y calificado que, entre 

otras, se adecue a las necesidades de los pacientes y/o usuarios[66]. 

19. Ahora bien, tanto la Ley estatutaria como la jurisprudencia de la Corte han establecido una serie 

de principios que están dirigidos a la realización del derecho a la salud, desde el punto de vista 

normativo, se destacan, entre otros, los siguientes: universalidad, pro homine, equidad, continuidad, 

oportunidad, prevalencia de derechos, progresividad, libre elección, solidaridad, eficiencia, e 

interculturalidad[67]. 

  

En suma, el derecho a la salud: (i) es fundamental, autónomo e irrenunciable tanto a nivel individual 

como colectivo; (ii) como servicio público esencial obligatorio debe ser prestado a la luz de 

importantes principios como el de oportunidad y eficacia y bajo la dirección y coordinación del 

Estado; (iii) implica la adopción de medidas por parte del Estado para su realización, 

específicamente, en su dimensión prestacional positiva y negativa; (iv) se rige por los principios de 

disponibilidad, aceptabilidad, accesibilidad y calidad; (v) se rige desde el punto normativo por los 

principios pro homine, equidad, continuidad, oportunidad, prevalencia de derechos, progresividad, 

libre elección, solidaridad, eficiencia e interculturalidad. 

  

En particular, para efectos de la resolución del caso concreto la Sala tendrá en cuenta de manera 

especial el principio pro homine, ya que permite la interpretación de las normas que rigen el derecho 

a la salud en el sentido más favorable a la protección de las personas. En esa medida, como se dijo 

en la Sentencia C-313 de 2014[68], al realizar el control de constitucionalidad de la Ley Estatutaria 

de Salud, la aplicación de este principio dependerá del análisis que se haga de las particularidades 

del asunto en cada caso concreto y de lo que en él resulte más favorable para la protección del 

derecho. 
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4.        El derecho fundamental a la salud y su goce efectivo. Reiteración de jurisprudencia 

4.1. El artículo 49 de la Constitución Política dispone que la atención de la salud y el saneamiento 

ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. En tal sentido, es este quien tiene la 

responsabilidad de organizar, dirigir y reglamentar la prestación de dicha garantía bajo los principios 

de eficiencia, universalidad y solidaridad[49]. 

4.2. Al respecto, es preciso mencionar que hace más de dos décadas la salud fue catalogada como un 

derecho prestacional cuya protección, a través de acción de tutela, dependía de su conexidad con otra 

garantía de naturaleza fundamental[50]. Más tarde, la perspectiva cambió y la Corte afirmó que la salud 

es un derecho fundamental, autónomo e irrenunciable, que protege múltiples ámbitos de la vida 

humana[51]. Esta misma postura fue acogida en el artículo 2 de la Ley 1751 de 2015, mediante la cual 

se reguló el derecho fundamental a la salud y cuyo control previo de constitucionalidad se ejerció a 

través de la sentencia C-313 de 2014[52]. 

4.3. Sobre la base del contenido de la Ley 1751 de 2015[53] y la jurisprudencia constitucional en la 

materia[54], el derecho a la salud es definido como “la facultad que tiene todo ser humano de 

mantener la normalidad orgánica funcional, tanto física como en el plano de la operatividad mental, 

y de restablecerse cuando se presente una perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de su 

ser”[55]. 

4.4. Con todo, el derecho a la salud adquiere una doble connotación[56], como garantía fundamental y 

como servicio público a cargo del Estado. Esto conlleva la observancia de determinados principios 

consagrados en la Ley 1751 de 2015[57] que orientan la prestación de los servicios de salud de manera 

oportuna, eficaz y de calidad[58] y que se materializan a través del establecimiento del denominado 

Sistema de Salud. 

Habiendo analizado brevemente el contenido del derecho a la salud, es necesario hacer mención de 

algunos principios y elementos que cobran relevancia de cara al análisis del caso concreto.  

a.     El principio de continuidad en la prestación del servicio de salud[59]. Reiteración de 

jurisprudencia 

  
4.5. Dentro de los principios que orientan la garantía del derecho fundamental a la salud, contenidos 

en la Ley 1751 de 2015, cabe destacar el principio de continuidad. Este señala que las personas tienen 

derecho a recibir los servicios de salud de manera continua, es decir, una vez iniciada la prestación de 

un servicio determinado, no podrá ser interrumpido por razones administrativas o 

económicas[60] (se resalta). 

4.6. Conforme al numeral 3.21 del artículo 153 de la Ley 100 de 1993, el principio en comento implica 

que “(…) toda persona que habiendo ingresado al Sistema General de Seguridad Social en Salud 

tiene vocación de permanencia y no debe, en principio, ser separada del mismo cuando esté en 

peligro su calidad de vida e integridad”. Por lo tanto, y según ha sido expuesto por la Corte, el 

mencionado mandato hace parte de las responsabilidades a cargo del Estado y de los particulares 

comprometidos con la prestación del servicio de salud[61]. 

4.7. Adicionalmente, esta Corporación fijó, en su momento, los criterios que deben observar las 

Entidades Promotoras de Salud para garantizar la continuidad en la prestación del servicio que 
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proporcionan a sus usuarios, específicamente sobre tratamientos médicos ya iniciados. Al respecto 

indicó que:  

“(i) las prestaciones en salud, como servicio público esencial, deben ofrecerse de manera 

eficaz, regular, continua y de calidad, (ii) las entidades que tienen a su cargo la prestación de 

este servicio deben abstenerse de realizar actuaciones y de omitir las obligaciones que 

supongan la interrupción injustificada de los tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o 

administrativos que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, no constituyen 

justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y finalización óptima de 

los procedimientos ya iniciados”[62]. 

4.8. Por lo anterior, la Corte considera que el Estado y los particulares que prestan el servicio público 

de salud están en la obligación de brindar el acceso a este, atendiendo el principio de continuidad. 

Así, las EPS no pueden limitar la prestación de los servicios de salud que impliquen la suspensión o 

interrupción de los tratamientos “por conflictos contractuales o administrativos internos o con las 

IPS contratadas, que impidan la finalización óptima de los tratamientos iniciados a los pacientes”[63]. 

4.9. En conclusión, el principio de continuidad en la prestación de los servicios de salud reviste una 

especial importancia debido a que favorece el inicio, desarrollo y terminación de los tratamientos 

médicos de forma completa. Lo anterior, en procura de que tales servicios no sean interrumpidos por 

razones administrativas, jurídicas o financieras. Por lo tanto, el ordenamiento jurídico y la 

jurisprudencia constitucional desaprueban las limitaciones injustas, arbitrarias y desproporcionadas 

de las EPS que afectan la conservación o restablecimiento de la salud de los usuarios[64]. 

Inmediatez 

  

8. La Corte ha resaltado que, de conformidad con el artículo 86 de la Constitución, la acción 

de tutela puede interponerse “en todo momento” porque carece de término de caducidad[35]. 

No obstante, la jurisprudencia constitucional también es consistente al señalar que la misma 

debe presentarse en un término razonable y proporcionado, a partir del hecho que generó la 

presunta vulneración o amenaza de los derechos fundamentales. 

  

La Sala considera que, en este caso, la solicitud de amparo cumple con el requisito de 

inmediatez debido a que, según la accionante, el amparo se interpuso por la agente oficiosa 

porque en la ESE Hospital San Jorge de Pereira le informaron que, para que la paciente 

pudiera ser dada de alta, esta debía “estar protegida por la seguridad social subsidiada”[36]. 

Además, porque se hizo el 6 de febrero de 2018, justamente mientras la paciente se 

encontraba hospitalizada, lo que da cuenta de urgencia con la que se demandaba la 

protección inmediata de su derecho a la seguridad social en salud. 

  

Subsidiariedad[37] 

  

9. El inciso 4º del artículo 86 de la Constitución Política establece expresamente “[e]sta 

acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable”. Con base en esta disposición, la procedencia de la acción se encuentra 

condicionada por el principio de subsidiariedad, bajo el entendido de que no puede desplazar 
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los recursos ordinarios de defensa, ni mucho menos a los jueces competentes en la 

jurisdicción ordinaria o contencioso-administrativa. 

  

Del mismo modo, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 prevé que el amparo 

constitucional será improcedente, cuando existan otros medios de defensa judicial eficaces 

para resolver la situación particular en la que se encuentre el solicitante. 

  

La Corte ha sido enfática en sostener que la acción de tutela (i) procede como mecanismo 

transitorio, cuando a pesar de la existencia de un medio ordinario de defensa para el 

reconocimiento de la prestación, este no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, 

conforme a la especial situación del peticionario; (ii) procede como mecanismo definitivo 

cuando el medio ordinario dispuesto para resolver las controversias, no es idóneo y eficaz, 

conforme a las especiales circunstancias del caso que se estudia. 

  

Respecto de las controversias entre usuarios y entidades prestadoras de salud, según el 

artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, la Superintendencia Nacional de Salud tiene facultades 

jurisdiccionales para conocer y resolver controversias relacionadas con: (i) la denegación 

por parte de las entidades promotoras de salud de servicios incluidos en el POS; (ii) el 

reconocimiento de los gastos en los que el usuario haya incurrido por la atención que recibió 

en una IPS no adscrita a la entidad promotora de salud o por el incumplimiento injustificado 

de la EPS de las obligaciones a su cargo; (iii) la multiafiliación dentro del sistema; y (iv) la 

libre elección de la entidad promotora de salud y la movilidad de los afiliados. 

 

Como quedó establecido en la Sentencia T-114 de 2019[38], la determinación de la idoneidad 

y la eficacia del mecanismo de protección de los derechos de los usuarios del SGSSS a cargo 

de la Superintendencia de Salud debe considerar los elementos de juicio recolectados en el 

marco del seguimiento que ha realizado esta Corporación a la Sentencia T-760 de 2008[39], 

a través de su Sala Especial de Seguimiento. 

  

ANALISIS DEL CASO CONCRETO 

 

En el caso bajo estudio, manifiesta la accionante que su hija SUSANNA ARROYO 

BROCHERO, presento una “bronquiolitis sobre infectada”, por lo que la llevo a urgencia en 

la EPS Sanita. 

Que permaneció interna 4 días, pero no nunca fue llevada a hospitalización debido que los 

pagos no se encontraban al día, sin embargo se realizaron los pagos de los meses que se 

encontraban vencidos, pero la EPS no activaron los servicios de la menor. 

Que el 16 de abril le dieron salida de la clínica a su menor hija, y acudió a la accionada, para 

manifestar la situación, y esta le expuso que aún faltaba el pago del mes de noviembre, por 

lo que me exigía la planilla de pago del mes de octubre- noviembre. 

Que procedió a la entrega a la EPS la planilla de noviembre- diciembre, teniendo en cuenta 

que su afiliación a la EPS fue el 1º.  De noviembre del 2022, y que no cuento con la planilla 

de pago de octubre-noviembre, debido que el pago de esta planilla se realizó a la EPS Sura, 

a la cual estaba afiliada anterior a Sanita. 

Que su menor hija continúa sin servicio de salud, no ha podido seguir con el tratamiento de 

la bronquiolitis sobre infectada. 
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Los vinculados EPS SURA y ASESORIA Y GRUPO DE SERVICIOS URUENA Y 

ASOCIADOS, no dieron contestación a los hechos. 

 

Por su parte, el Accionado EPS SANITAS, manifiesta que la usuaria SUSANNA ARROYO 

BROCHERO, NO se encuentra afiliada al Sistema de Salud a través de la EPS Sanitas S.A.S.  

Sino, que se encuentra afiliada al SGSSS a través de EPS SURAMERICANA S.A., dentro 

del Régimen Contributivo:  

 

Que una vez consultada el área de operaciones al respecto indicó que, la menor hija de la 

accionante, se encontró afiliada en EPS Sanitas S.A.S., a través del régimen subsidiado hasta 

el 29 de diciembre de 2023, fecha en la cual se efectuó su retiro teniendo en cuenta el reporte 

auditoría reportado por el administrador ADRES, en el cual se reportó a la menor sin derecho 

a afiliación al régimen subsidiado, toda vez que registra con afiliación vigente en medicina 

prepagada Coomeva.  

  

Que la EPS SANITAS S.A.S., ha actuado de acuerdo con la normatividad vigente, razón por 

la cual solicitamos se declare IMPROCEDENTE toda vez que no se evidencia vulneración 

alguna de derechos fundamentales al usuario y por el contrario esta entidad ha actuado de 

acuerdo con la normatividad vigente.  

 

De las pruebas obrantes dentro del plenario, encuentra el despacho, que la situación a tutelar, 

se da en ocasión a un tema de afiliación de la menor hija de la actora, situación esta, que 

como puede observarse, no puede tramitada dentro de la acción de tutela, por cuanto, la 

accionante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial, en este caso, según el artículo 

41 de la Ley 1122 de 2007, la Superintendencia Nacional de Salud tiene facultades 

jurisdiccionales para conocer y resolver controversias relacionadas con: (i) la denegación 

por parte de las entidades promotoras de salud de servicios incluidos en el POS; (ii) el 

reconocimiento de los gastos en los que el usuario haya incurrido por la atención que recibió 

en una IPS no adscrita a la entidad promotora de salud o por el incumplimiento injustificado 

de la EPS de las obligaciones a su cargo; (iii) la multiafiliación dentro del sistema; y (iv) 

la libre elección de la entidad promotora de salud y la movilidad de los afiliados. 

Pues como se puede observar, la accionante, presenta un asunto de tema administrativo con 

LAS EPS SANITAS Y SURA EPS, en esta última es donde aparece que está afiliada su 

menor hija, y no en la accionada  
 

De acuerdo con el principio de subsidiaridad que rige la acción de tutela, este instrumento 

constitucional en principio no puede ser empleado como mecanismo principal y definitivo 

para resolver controversias sobre las cuales el legislador ha previsto medios judiciales 

especializados y definitivos para su resolución, dentro de los cuales también se garantiza la 

protección y garantía de los derechos fundamentales.  
 

Una de las principales razones de lo expuesto, es que el legislador, teniendo en cuenta 

determinadas situaciones de hecho y de derecho, y por consiguiente, la naturaleza, ejercicio, 

garantía y protección de los derechos de las partes, intervinientes y/o de la comunidad en 

general, ha elaborado acciones y procedimientos judiciales especializados para el mejor 

proveer de cierto tipo de situaciones, de acuerdo a las directrices de la Constitución Política.  
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En este sentido, el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, ha establecido como causales de 

improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 
 

“1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, 

en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante. 

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus. 

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 

88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos 

amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate 

de impedir un perjuicio irremediable.  

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la 

acción u omisión violatoria del derecho.  

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.” (Resaltado por la Sala) 

 

De esta manera, se resalta que la Corte Constitucional en varios pronunciamientos ha 

señalado que la procedencia de esta acción constitucional se encuentra condicionada a la 

inexistencia o ineficacia de los medios ordinarios de defensa previstos en el ordenamiento 

jurídico. En ese orden de ideas, esta acción, como mecanismo residual y subsidiario, no 

puede remplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de sus derechos, 

ni puede subsanar la incuria o negligencia de las partes en hacer uso de la manera y dentro 

de los términos previstos legalmente3.   
 

Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que en los casos en que existan 

medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será 

procedente si el juez constitucional logra determinar que: “(…) (i) los mecanismos y recursos 

ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la 

protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el 

amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería 

frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos 

fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es 

sujeto de especial protección constitucional (…)"4.  
 

Asimismo, la Corte Constitucional ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, por lo que las 

medidas que se requieren para conjurarlo deben ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere 

que éste sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en 

el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea 

impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su 

integridad. 

 

Con fundamento en lo anterior, no solo encuentra el despacho que la actora cuenta con otros 

mecanismos de defensa judicial, como acudir ante la Superintendencia Nacional de Salud, sino 

que no existe vulneración alguna por parte de esta entidad accionada, debido a que esta no 

está incurriendo en prestaciones del servicio a la menor, sino que esta no está afiliada a su 

entidad, tal como se puede verificar en el sistema ADRESS por lo que corresponde a la 

accionante acudir a la eps en donde está afiliada y darle continuidad al tratamiento de su 

menor hija, que cabe resaltar, ha transcurrido 11 meses desde su hospitalización, y esta 

apenas acude a la acción de tutela, arguyendo una negativa en la prestación del servicio, que 

                                                           
3 Sentencia SU-111 de 1997 M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
4 Corte Constitucional, Sentencia T – 177 de 14 de marzo de 2011, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO 

CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO 

PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018.- 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación en 
Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 A.M 

Soledad, 

 

__________________ 
LA SECRETARIA 

tampoco fue aportada al despacho, para que se constate la posible vulneración de que habla. 

Por lo que el despacho, no tutelara los derechos invocados.  
 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Constitución. 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por la accionante LUZ ELENA 

BROCHERO PEDROZO en calidad de agente oficioso de su menor hija SUSANNA ARROYO 

BROCHERO, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo personalmente o 

por cualquier otro medio expedito 

 

TERCERO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme a los 

artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

CUARTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la HONORABLE 

CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 2 del artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1.991.-  

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
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Marzo de dos mil veinticuatro (2024). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en derecho 

corresponde sobre la Acción de Tutela presentada por ALVARO MAFIOL CORONADO en 

nombre propio, contra ALCADIA DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD, por la presunta vulneración 

del derecho fundamental DE PETICIÓN. 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

1. Que mediante Resolución  No. 138 de Nov. 4 de 2008,  de la Personería Distrital de 

Barranquilla, fuimos inscritos como Veeduría Ciudadana, en el Registro Público de Veedurías 

Ciudadanas que reposa en dicha Personería, haciendo uso de las facultades legales que confiere el 

Inciso segundo del Articulo 3 y 18 de la Ley 850 de noviembre 18 del 2003; con el siguiente 

OBJETIVO: “Ejercer la Vigilancia sobre la Gestión Administrativa que se adelante en la 

Administración Central, los Organismos Descentralizados y los Municipios del Departamento del 

Atlántico.   

   

2. Para efectos de la consecución de los Objetivos y del cumplimiento de los Derechos y 

Deberes de las Veedurías Ciudadanas, consagrados en el Artículo 17 de la Ley 850 del 2003, es de 

vital importancia la información solicitada, que hace referencia a tema presupuestal, financiero y 

contable de la Alcaldía Distrital de Barranquilla.   

   

3. Que, al no ser contestada nuestra petición de solicitud de información, dentro de los 

términos estipulados en el Artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, se nos ha violado el Derecho 

Constitucional de obtener pronta resolución a las peticiones que se hagan a las autoridades tal 

como lo expresa el Artículo 23, 20 y 74 de la Constitución Política.   

 

ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 13 de febrero de 2024 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar a la parte accionada ALCADIA DEL MUNICIPIO DE 

SOLEDAD, para que dentro del plazo de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibido 

del oficio alleguen por DUPLICADO el informe respectivo a fin de que rinda informa a los hechos 

expuestos. 

 
El Accionado, ALCADIA DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD, No contestó a los hechos. 

 

 

COMPETENCIA 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de la tutela 

cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y como los efectos 

de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, tenemos la competencia 

para conocer del asunto en primera instancia.  
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CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 

 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en nuestro 

ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa que se trata de una 

acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en todo momento y lugar, para 

reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata y efectiva de los derechos 

constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 

omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en los casos establecidos en la ley. Sin 

embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 2591 de 1991, esta acción resulta 

improcedente, entre otras causales de improcedencia, cuando existen otros recursos o medios de 

defensa judiciales o administrativos para proteger los derechos fundamentales del accionante, como 

quiera que la acción constitucional de tutela tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros 

recursos o medios de defensa administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su 

objetivo no puede ser el de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 

de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia para la protección efectiva de los derechos fundamentales de las 

personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad 

pública o por los particulares en los casos expresamente señalados por el artículo 42 del Decreto 

2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo consagró en forma expresa un 

determinado número de derechos considerados como fundamentales ya antes reconocidos por 

organizaciones supranacionales, sino que además instituyó un mecanismo especial para brindarle 

protección jurídica a tales derechos cuando resulten violados o amenazados por la acción o la omisión 

de las autoridades públicas o de los particulares en los casos determinados en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona tendrá acción 

de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave directamente el 

interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida como 

un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección directa, efectiva 

e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de particulares en los casos 

previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples oportunidades la Honorable 

Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es procedente cuando quien la instaura 

dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, a menos que se instaure como un mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Es decir, y en este sentido realizando una 

interpretación estricta de esta acción de tutela, es requisito indispensable la inexistencia de otro 

mecanismo idóneo de defensa judicial, a través del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la 
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protección del derecho conculcado. Es por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, 

ha resaltado el carácter subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos 

esenciales. 

DERECHO DE PETICIÓN 

El artículo 23 de la Constitución Política, consagrado como derecho fundamental, su aplicación como 

derecho de tal categoría a través de los recursos constitucionales resulta de importancia y de resorte, 

siendo este un derecho sin límites, tal como lo contempla la Corte Constitucional cuando señala lo 

siguiente: 

“El único límite que impone la Constitución para no poder ser el titular del derecho de obtener pronta 

resolución de peticiones, es que la petición se haya formulado de manera irrespetuosa. Es en la 

resolución, y no en la formulación donde este fundamental derecho adquiere toda su dimensión como 

instrumento eficaz de la participación democrática, el derecho a la información y la efectividad de 

los demás derechos fundamentales. El derecho de petición es uno de los instrumentos fundamentales 

para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él 

se pueden hacer valer muchos otros derechos constitucionales, como el derecho a la información, el 

derecho a la participación política y el derecho a la libertad de expresión.” 

La carga de la prueba en materia de tutela y la presunción de veracidad. Reiteración de 

jurisprudencia. 

  
2.1.1 El Decreto 2591 de 1991, en su artículo 3º,  establece como uno de los principios rectores de la 

acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”.[1] Por este motivo, una de las 

características de esta acción – cuyo fin es la salvaguarda y garantía de los derechos fundamentales 

- es su informalidad. 

  

En materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier 

medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal.[2] Esta informalidad 

probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios 

probatorios aportados al proceso, puede - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - 

dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 

2591 de 1991[3]. 

  

De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista 

una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho 

fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es 

decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho 

constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente su 

transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, 

además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la 

idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien invoca un hecho tiene el deber de aportar los 

medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos 

necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la 

prueba o le generen un convencimiento sobre la veracidad del mismo. 

  

2.1.2 Ahora bien, por mandato de la Constitución, tratándose de la protección y aplicación de los 

derechos, las actuaciones de los particulares se presumen ceñidas a los postulados de la buena fe[4]. 

Por este motivo, cuando una persona acude al juez constitucional buscando la protección de sus 

derechos fundamentales se encuentra respaldada por la presunción de veracidad. 
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Lo anterior se encuentra ligado a las facultades oficiosas del juez constitucional, ya que éste puede 

requerir informes – conforme al artículo 19 del Decreto 2591 de 1991 – de la parte demandada para 

determinar “los antecedentes del asunto (…)”[5]. En este orden de ideas, si el mencionado informe 

no es rendido dentro del plazo conferido por la autoridad judicial, “se tendrán por ciertos los hechos 

y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa”[6]. 

  

2.1.3 Ahora bien, en la jurisprudencia de esta Corporación se puede observar cómo ha sido 

interpretada y aplicada esta presunción. Es importante recalcar que, en todo caso, se parte de la idea 

de que la misma constituye una sanción de la conducta procesal asumida por una de las partes debido 

a su negligencia o desinterés en la resolución del conflicto ius fundamental[7]. Así mismo, el juez 

constitucional está llamado a utilizarla como un medio para convencerse del acaecimiento de los 

hechos narrados por la parte demandante en razón a la celeridad e inmediatez de la acción de tutela 

y a la eficacia con la que se deben proteger los derechos fundamentales. Esto último, sin perjuicio de 

que la autoridad judicial estime necesario desplegar sus poderes oficiosos para determinar la 

ocurrencia de los hechos alegados por la parte demandante. 

  

Esta facultad de apreciación de la conducta procesal de la parte demandada para determinar el 

acaecimiento de los hechos alegados no es una potestad exclusiva del juez constitucional. Por el 

contrario, se halla incluso en la legislación procesal civil. Así, para citar tan sólo unos ejemplos, el 

CPC, al referirse a los indicios, contempla en el artículo 249 que “El juez podrá deducir indicios de 

la conducta procesal de las partes”. En el mismo sentido, el inciso 7º del artículo 208 del mencionado 

Código – que regula el interrogatorio de parte – dispone que “si el interrogado se negare a contestar 

o diere respuestas evasivas o inconducentes, el juez lo amonestará para que responda o para que lo 

haga explícitamente con prevención sobre los efectos de su renuncia (…)”; los cuales harán, según 

el inciso primero de artículo 210 “(…) presumir ciertos los hechos susceptibles de prueba de 

confesión sobre los cuales versen las preguntas asertivas admisibles, contenidas en el interrogatorio 

escrito (…)”. 

  

2.1.4 Como fue indicado anteriormente, la Corte, a través de su jurisprudencia, se ha pronunciado en 

torno a la presunción de veracidad. Así, en la sentencia SU-813 de 2007 esta Corporación indicó 

que “(…) es pertinente recordar que el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 consagra la presunción 

de veracidad como un instrumento para sancionar el desinterés o negligencia de la autoridad pública 

o el particular contra quien se ha interpuesto una acción de tutela, particularmente porque dentro del 

plazo señalado por el juez, no rinde la información por éste solicitada (Art. 19 Decreto 2591 de 1991), 

logrando con ello que los hechos narrados por el accionante en la demanda de tutela sean tenidos 

como ciertos (…). En consecuencia, vistas las circunstancias propias de los casos objeto de revisión 

en esta sentencia, se tendrán por ciertos los hechos expuestos por los accionantes en cada una de sus 

acciones de tutela, respecto de aquellas partes vinculadas al trámite de dichas acciones de tutela, y 

que no intervinieron en ellas” (subrayas fuera del original)[8].   

 

“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional1 ha establecido estos parámetros: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

                                                           
1 pueden consultarse otras sentencias C-504 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-799 de 2006, 
M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, T-707 de 2007 M.P: Rodrigo Escobar Gil. 
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constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, 

pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para 

sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si 

no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es 

necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando 

realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la 

administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la 

efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela 

se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 

solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes...” 

3. ALCANCE Y EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN. REITERACIÓN DE 

JURISPRUDENCIA. - 

 

La Corte Constitucional en múltiples oportunidades se ha pronunciado sobre el sentido y el alcance 

del derecho fundamental de petición y ha señalado de forma categórica que la Administración tiene 

la obligación de proferir una contestación pronta y de fondo en relación con los asuntos planteados 

por los administrados. Precisamente, esta Corporación ha señalado el alcance y ejercicio de este 

derecho fundamental en los siguientes términos: 

"a). El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de 

la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 
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constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión. 

b). El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 

cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se 

reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c). La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, 

clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en conocimiento del 

peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 

constitucional fundamental de petición. 

d). Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 

e). Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 

autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo 

determine. 

(...) 

g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración 

para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la 

contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto 

que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar 

que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan 

responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el 

juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

h). La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 

oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba 

incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. 

i). El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más 

del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994."1 

 

Posteriormente, la Corte añadió a estos supuestos, otros dos: (i) que la falta de competencia de la 

entidad ante quien se presenta la solicitud no la exonera del deber de responder;2 y, (ii) que, ante la 

presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado. 

 

4. DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, MARCO JURÍDICO Y ELEMENTOS 

ESENCIALES. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. - 

El derecho fundamental de petición se comprende como la garantía constitucional de toda persona a 

(i) formular peticiones respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -organizaciones 

privadas[11] o personas naturales[12]-, en los términos definidos por el Legislador; (iv) por motivo 

de interés general o particular, y a (iv) obtener pronta resolución[13]. El marco jurídico de esta 

garantía se concentra, principalmente, en el artículo 23 de la Constitución Política y en la Ley 1437 

de 2011, Titulo II, sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015[14], “(p)or medio de la cual 

se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 

Mediante el ejercicio del derecho fundamental de petición resulta posible solicitar “el 

reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una 

situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y 
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requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer 

recursos”[15] (resaltado propio). Existen algunos documentos que tienen carácter reservado, entre 

estos, por ejemplo, las historias clínicas. Sin embargo, el Legislador previó la posibilidad de que, en 

casos como estos, tales documentos puedan ser solicitados por su titular (numeral 3º y parágrafo 

del  artículo 24 Ley 1437 de 2011). En cualquier caso, el ejercicio de este derecho es gratuito, no 

requiere de representación a través de abogado[16] y, puede presentarse de forma verbal o 

escrita[17], a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos[18]. 

El término para resolver las peticiones, por regla general, es de 15 días[19] siguientes a su recepción. 

Sin embargo, existen algunos casos especiales, como sucede, por ejemplo, en el caso de la solicitud 

de documentos o información, caso en el cual la solicitud debe resolverse en el término de 10 días 

siguientes a su recepción; o en el caso de las consultas ante las autoridades, el término es de 30 días 

siguientes a la recepción, tal y como se señala en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011:   

 

“1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días 

siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para 

todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la 

administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 

consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 

  

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las 

materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.” 

  

No obstante, cuando no resulte posible resolver la petición en los mencionados plazos, según el 

parágrafo del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, la autoridad tiene que informar esta situación al 

petente, antes del vencimiento del término. Para ello se debe expresar los motivos de la demora y el 

plazo en que se resolverá o dará respuesta, el cual debe ser razonable y, en todo caso, no puede 

exceder el doble del inicialmente previsto. 

  

En el evento de que la petición se dirija ante una autoridad sin competencia, según el artículo 21 de 

la Ley 1437 de 2011, si esta se realiza de manera verbal, se debe informar “de inmediato” al 

peticionario, de ser por escrito, dentro de los 5 días siguientes a los de la recepción. Adicionalmente, 

la autoridad “dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del 

oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo 

comunicará”. En este sentido, la Corte Constitucional ha advertido que “la simple respuesta de 

incompetencia constituye una evasiva a la solicitud, con lo cual la administración elude el 

cumplimiento de su deber y desconoce el principio de eficacia que inspira la función 

administrativa”[20]. 

Cabe resaltar en relación con los derechos de petición ejercidos ante particulares que se han 

diferenciado tres situaciones: (i) cuando el particular presta un servicio público o realiza funciones 

de autoridad, el derecho de petición opera como si se dirigiera contra la administración; (ii) si el 

derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata, el trámite y resolución de estas peticiones están 

sometidos a los principios y reglas generales, establecidos en el Titulo II de la Ley 1437 de 2011 

(anteriormente mencionadas); sin embargo, se ha señalado que (iii) si la tutela se dirige contra 

particulares que no actúan como autoridad o no se trate de la protección de otro derecho fundamental, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el legislador lo reglamente[21]. 

  

Siguiendo estas consideraciones, la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-951 de 2014, por 

medio de la cual se estudió el Proyecto de Ley Estatutaria “(p)or medio del cual se regula el derecho 

fundamental de petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
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Contencioso Administrativo”, precisó que el núcleo esencial del derecho fundamental de 

petición comprende[22]: i) la formulación de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de 

fondo y iv) la notificación al peticionario de la decisión. En concordancia, se ha precisado que 

sus elementos estructurales[23] son: (i) el derecho de toda persona a presentar peticiones ante las 

autoridades por motivos de interés general o particular; (ii) la solicitud puede ser presentada de forma 

verbal o escrita; (iii) la petición debe ser formulada respetuosamente; (iv) la informalidad en la 

petición; (v) la prontitud en la resolución; y (vi) la competencia del Legislador para reglamentar su 

ejercicio ante organización privadas. 

  

Particularmente, en relación con la respuesta a la petición, se ha advertido en reiteradas 

oportunidades que, so pena de ser inconstitucional, esta debe cumplir con los requisitos de 

(i) oportunidad; (ii) ser puesta en conocimiento del peticionario[24] y (iii) resolverse de fondo 

con claridad, precisión, congruencia y consecuencia[25] con lo solicitado[26]. 

  

La respuesta, en consecuencia, se debe emitir en el término definido por la ley[27], tiene que ser 

efectivamente notificada al peticionario “pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido”[28] y, debe comprender 

una respuesta de fondo, clara, precisa, congruente y consecuente a la solicitud[29]. Particularmente, en 

virtud de esta última exigencia se ha determinado la vulneración del derecho fundamental de petición 

cuando se han emitido respuestas abstractas[30], escuetas[31], confusas, dilatadas o ambiguas[32], al 

considerar que carece de sentido que se responda la solicitud si no se resuelve sustancialmente la 

materia objeto de petición[33]. En consecuencia se ha explicado que, por ejemplo, la respuesta, puede 

implicar que “la autoridad suministre información adicional relacionada con los intereses del 

peticionario, pues eventualmente ésta puede significar una aclaración plena de la respuesta 

dada”[34]. (Resaltado fuera de texto) 

  

En este sentido, la Sentencia T-610 de 2008, reiterada en la C-951 de 2014, estableció que las 

respuestas a las peticiones deben reunir los requisitos resaltados a continuación para que se considere 

ajustada al Texto Superior: 

  

La respuesta debe ser “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; 

(ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente 

y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia 

objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha 

surtido, de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado 

dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la 

información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por 

las cuales la petición resulta o no procedente”(resaltado propio). 

  

Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no significa que la respuesta sea 

aquiescente con lo solicitado, sino el respeto por el ejercicio del derecho fundamental de petición, es 

decir, se debe emitir una respuesta clara, precisa, congruente, de fondo, sin que ello signifique 

necesariamente acceder a lo pretendido[35]. Debe recordarse que es diferente el derecho de petición 

al derecho a lo pedido: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se 

decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el 

reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado (…)”[36]. Es decir, la entidad o particular al 

que se dirija la solicitud está en la obligación de resolver de fondo la solicitud, lo que no significa 

que deba acceder necesariamente a las pretensiones que se le realicen. 

 

Bajo este entendido, en la Sentencia T-099 de 2014, reiterada en la T-154 de 2017 se señaló que: 
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“Así, se ha advertido que se satisface este derecho cuando se emiten y reciben respuestas que 

abarcan en forma sustancial y resuelven, en lo procedente, la materia objeto de solicitud, 

independientemente del sentido, de manera que no puede entenderse vulnerado el derecho 

simplemente porque la contestación dada al peticionario dentro de los términos dispuestos sea 

negativa, pues si efectivamente atiende de fondo el asunto inquirido, se ha satisfecho tal derecho de 

petición.” (Negrillas fuera de texto) 

  

ANALISIS DEL CASO CONCRETO   

 
En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que mediante Resolución  No. 138 de Nov. 4 de 

2008, de la Personería Distrital de Barranquilla, fue inscrito como veedor en el Registro Público de 

Veedurías Ciudadanas, haciendo uso de las facultades legales que confiere el Inciso segundo del 

Artículo 3 y 18 de la Ley 850 de noviembre 18 del 2003.   
 

Que, presento derecho de petición ante la accionada, y a la fecha no ha sido contestada.  

 

A su turno la accionada ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD, no dio contestación a la 

presente acción, por lo que se le dará aplicación al artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. En este 

sentido, la Corte ha manifestado que: “La presunción de veracidad consagrada en esta norma [Art. 20 Dec-

ley 2591/91] encuentra sustento en la necesidad de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están 

de por medio derechos fundamentales, y en la obligatoriedad de las providencias judiciales, que no se pueden desatender 

sin consecuencias, bien que se dirijan a particulares, ya que deban cumplirlas servidores o entidades públicas[31]. Hecha 

la anterior precisión, la Corte ha establecido que la consagración de esa presunción obedece al desarrollo de los 

principios de inmediatez y celeridad que rigen la acción de tutela, y se orienta a obtener la eficacia de los derechos 

constitucionales fundamentales y el cumplimiento de los deberes que la Carta Política ha impuesto a las  de autoridades 

estatales (Artículos 2, 6, 121 e inciso segundo del artículo 123 C.P.)[32].” 

 
Así las cosas, ante la no contestación por parte de la accionada ALCALDIA MUNICIPAL DE 

SOLEDAD, antes y después de la petición, como de la acción tutelar, encuentra el despacho, que 

efectivamente existe una desidia por parte de este para con el accionante, en acudir a su llamado, 

conculcando así de esta manera sus derechos constitucionales y fundamentales, por tal motivo el 

despacho le ordenara que en el término de 48 horas siguientes a la notificación de la presente acción, 

de contestación inmediata, de fondo, clara, precisa, y debidamente notificada a la señora ALVARO 

MAFIOL CORONADO, so pena de incurrir en las sanciones de ley.   
 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE 

SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la 

Constitución. 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: TUTELAR la acción de tutela presentada para el amparo del derecho fundamental de 

petición invocado por el accionante ALVARO MAFIOL CORONADO contra ALCALDIA 

MUNICIPAL DE SOLEDAD-, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: ORDENAR, a ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD, para que en el término 

de 24 horas, improrrogables, emita respuesta de fondo, clara, congruente, y debidamente notificada 

al señor ALVARO MAFIOL CORONADO, so pena de incurrir en las sanciones de ley. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD 

TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 

2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

Nota: El presente documento se firma de manera digital 

y no con firma electrónica, debido a las fallas técnicas 

que actualmente presentan las aplicaciones de la Rama 

Judicial, sin que por ello se afecte la validez del 

documento. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo personalmente o 

por cualquier otro medio expedito 

 

CUARTO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme a los 

artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

QUINTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la HONORABLE 

CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 2 del artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1.991.-  
 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE, 
 

 

 

 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por:

Marta Rosario Rengifo Bernal

Juez Municipal
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INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, Cinco (05) de marzo de Dos mil veinticuatro (2024). 
 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por YAJAIRA DEL CARMEN 
MEDINA COLINA en nombre propio, contra SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE SOLEDAD, por la 
presunta vulneración del derecho fundamental a la SALUD. Sírvase proveer. 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                           Secretaria. - 

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD - Soledad, Cinco (05) de marzo de Dos mil 
veinticuatro (2024). 
 

1°) ASUNTO QUE SE TRATA 
 
Se decide la apertura y trámite a la Acción Constitucional presentada por YAJAIRA DEL CARMEN MEDINA 
COLINA en nombre propio, contra SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE SOLEDAD, por la presunta 
vulneración del derecho fundamental a la SALUD. 
 

2°) C O N S I D E R A C I O N E S 

 
Visto y constatado el anterior informe secretarial, el Despacho observa que la solicitud de amparo reúne los 

requisitos constitucionales y legales exigibles, entre otros, como la mención derechos fundamentales 

presuntamente lesionados, por lo tanto, es procedente ordenar la admisión de la misma e impartir el trámite 

que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y los decretos 

2.591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

De otro lado, y de acuerdo a los hechos expuestos en la acción de tutela, esta agencia judicial opta la necesidad 

de Oficiar a la MINISTERIO DE SALUD, a la presente acción, para que, en ejercicio de sus competencias 

realicen las investigaciones pertinentes frente a la acción de tutela de la referencia. 

 
En virtud de lo motivado,  
 

R E S U E L V E 
 

1. ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por el señor por YAJAIRA DEL CARMEN MEDINA 
COLINA en nombre propio, contra SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE SOLEDAD, por la 
presunta vulneración del derecho fundamental a la SALUD. 
 

2. OFICIAR: a la SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE SOLEDAD, a fin de que en el término de 
cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibo de la presente comunicación, se sirva a rendir 
un informe detallado conforme a los hechos expuestos en sede tutelar. Para tal efecto, se conmina a 
que la actora notifique a la entidad a través de correo electrónico y allegue constancia a este Despacho 
de la notificación.    

 
3. Téngase como pruebas los documentos aportados por la parte actora en el escrito tutelar. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

 
4. Oficiar al MINISTERIO DE SALUD, a la presente acción, para que, en ejercicio de sus competencias realicen 

las investigaciones pertinentes frente a la acción de tutela de la referencia. 
 

5.  Se advierte a los accionados que el DESACATO a esta orden judicial motivará a las sanciones previstas en 
el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, sin perjuicios de las sanciones penales a que hubiere lugar. 

 
 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 
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INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, Cinco (05) de marzo de Dos mil veinticuatro (2024). 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por ANTONIO JOSE HERNANDEZ 
GOMEZ, actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE 
SOLEDAD, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. Sírvase proveer. 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                           Secretaria. - 

 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR 
EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD- Soledad, Cinco (05) de marzo de Dos mil 
veinticuatro (2024). 
 
 

1°) ASUNTO QUE SE TRATA 
 
Se decide la apertura y trámite a la Acción Constitucional presentada por ANTONIO JOSE HERNANDEZ 
GOMEZ, actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE 
SOLEDAD, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 
 

2°) C O N S I D E R A C I O N E S 
 
Visto y constatado el anterior informe secretarial, el Despacho observa que la solicitud de amparo reúne los 

requisitos constitucionales y legales exigibles, entre otros, como la mención derechos fundamentales 

presuntamente lesionados, por lo tanto, es procedente ordenar la admisión de la misma e impartir el trámite 

que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y los decretos 

2.591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

En virtud de lo motivado el Juzgado,  
 

R E S U E L V E 
 

 
1. ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por ANTONIO JOSE HERNANDEZ GOMEZ, 

actuando en nombre propio, contra INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE 
SOLEDAD, por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 
 

2. OFICIAR: al INSTITUTO MUNICIPAL DE TRANSITO Y TRANSPORTE DE SOLEDAD, a fin de que 
en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibo de la presente comunicación, 
se sirva a rendir un informe detallado conforme a los hechos expuestos en sede tutelar. Para tal efecto, 
se conmina a que la actora notifique a la entidad a través de correo electrónico y allegue constancia a 
este Despacho de la notificación.   
 

3. Téngase como pruebas los documentos aportados por la parte actora en el escrito tutelar. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

4. Se advierte a los accionados que el DESACATO a esta orden judicial motivará a las sanciones 
previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, sin perjuicios de las sanciones penales a que 
hubiere lugar. 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 
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INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, Cinco (05) de marzo de Dos mil veinticuatro (2024). 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por JORGE LUIZ CABALLERO 
ARIZA, actuando en nombre propio contra CAJA DE AUXILIOS Y PRESTACIONES DE LA ASOCIACION DE 
AVIADORES CIVILES ACDAD por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. Sírvase 
proveer. 

                                                                                                           JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                                                      Secretaria 

 
JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAL - Soledad, Cinco (05) de marzo de Dos mil veinticuatro 
(2024). 
Visto el anterior informe secretarial, se tiene que el Sr. JORGE LUIZ CABALLERO ARIZA actuando en nombre 
propio, en contra de la CAJA DE AUXILIOS Y PRESTACIONES DE LA ASOCIACION DE AVIADORES CIVILES 
ACDAD por la presunta vulneración del derecho fundamental DE PETICIÓN. 
 
No obstante, al revisar los documentos aportados dentro de la acción de tutela no se evidencian la pruebas y 
anexos mencionados por la parte actora dentro de la tutela de la referencia aquella a la que hace referencia en 
el acápite de pruebas, en especial, el escrito (derecho de petición) instaurado ante la entidad CAJA DE AUXILIOS 
Y PRESTACIONES DE LA ASOCIACION DE AVIADORES CIVILES ACDAD, con su correspondiente constancia 
de envío y recibido. 

 
Por lo anterior, se hace necesario que el actor, aporte las pruebas mencionadas dentro de la acción de tutela 
de la referencia, con el fin de proceder con el trámite pertinente.  
 
Así las cosas, este Juzgado procederá a mantener en secretaría la anterior solicitud, por el termino de Tres (03) 
días, hasta tanto sean subsanadas las mencionadas falencias de conformidad con el Art. 17 del Decreto 2591 
de 1991 que a la letra reza: 
 

“Corrección de la solicitud. Si no pudiere determinarse el hecho o la razón que motiva la solicitud de 
tutela se prevendrá al solicitante para que la corrija en el término de tres días, los cuales deberán 
señalarse concretamente en la correspondiente providencia. Si no los corrigiere, la solicitud podrá ser 
rechazada de plano...” 

 
Por lo anterior se,  
 
 

RESUELVE: 
 

1. Mantener en secretaría la presente acción constitucional por el termino de tres (03) días con el fin que 

el accionante subsane la mencionada falencia, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva del proveído. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

 

 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 

                   MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
          LA JUEZ 
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INFORME DE SECRETARIAL - Soledad, Cinco (05) de marzo de Dos mil veinticuatro (2024). 
 
Señora juez a su Despacho la presente ACCION DE TUTELA, instaurada por KAROLAY DIANIS BRACHO 
COLINA en calidad de agente oficiosa de su abuelo JOAQUIN TOMAS SALAZAR SANCHEZ, contra SALUD 
TOTAL EPS y FUNDACIÓN REINTA CATALINA por la presunta vulneración de los derechos fundamentales 
A LA SALUD, MINIMO VITAL y VIDA. Sírvase proveer. 

JUNNE RADA DE LA CRUZ 
                                                                           Secretaria. - 

 
JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD- Soledad, 
Cinco (05) de marzo de Dos mil veinticuatro (2024). 
 

1°) ASUNTO QUE SE TRATA 
 
Se decide la apertura y trámite a la Acción Constitucional presentada por KAROLAY DIANIS BRACHO COLINA 
en calidad de agente oficiosa de su abuelo JOAQUIN TOMAS SALAZAR SANCHEZ, contra SALUD TOTAL 
EPS y FUNDACIÓN REINTA CATALINA por la presunta vulneración de los derechos fundamentales A LA 
SALUD, MINIMO VITAL y VIDA. 
 

2°) C O N S I D E R A C I O N E S 

 
Visto y verificado el anterior informe secretarial, el Despacho observa que la solicitud de amparo reúne los 
requisitos constitucionales y legales exigibles, entre otros, como la mención derechos fundamentales 
presuntamente lesionados, por lo tanto, es procedente ordenar la admisión de la misma e impartir el trámite 
que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, y los decretos 
2.591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000. 
 
De otro lado, y de acuerdo a los hechos expuestos en la acción de tutela, esta agencia judicial opta la necesidad 

de Oficiar a la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, a la presente acción, para que, en ejercicio de 

sus competencias realicen las investigaciones pertinentes frente a la acción de tutela de la referencia. 

 
Ahora bien, por otro lado, la parte accionante solicita como medida provisional lo siguiente: 
 
“Ordenar a la E.P.S SALUD TOTAL , AUTORIZAR, LOS INSUMOS DEL STENT AUTOEXPANDIBLE NO 
CUBIERTO DE 10 X 40 MM Y 10 X 60 MM, para que sea programado a la mayor brevedad el procedimiento 
REPARO ENDOVASCULAR DE VASOS DE GRAN CALIBRE CON REALIZACION DE UN CERAB PARA 
MEJORAR EL FLUJO DE ENTRADA A AMBOS MIEMBROS INFERIORES, prestado por la FUNDACION 
REINA CATALINA, dentro de la mayor brevedad y de ser posible, se sirva concederlo como MEDIDA 
PROVISIONAL, debido a la gravedad del paciente.” 
 
Sobre el particular, el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, dispone textualmente lo siguiente: 
 
“ARTICULO 7º-Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, cuando 
el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del 
acto concreto que lo amenace o vulnere. 
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Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, 
para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere 
procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 
La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud 
por el medio más expedito posible. 
El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad 
encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos 
realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. 
El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier 
momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado.” 
 
Por su parte, la Corte Constitucional ha precisado que procede el decreto de medidas provisionales frente a 
las siguientes hipótesis: (i) cuando éstas resultan necesarias para evitar que la amenaza contra el derecho 
fundamental se concrete en una vulneración o; (ii) cuando, constatada la ocurrencia de una violación, sea 
imperioso precaver su agravación. 
 
Para el caso de marras, se tiene que la accionante afirma que su abuelo JOAQUIN TOMAS SALAZAR 
SANCHEZ, se encuentra diagnosticado con TROMBOSIS VENOSA SUPERFICIAL EN TERCERO MEDIO DE 
SAFENA INTERNA, TROMBOSIS EN TERRITORIO DE ARTERIA POPLITEA, ENFERMEDAD RENAL 
CRONICA ESTADIO 3B TFG 38 ML /MIN/1.73 M”2 CARDIOMIOPATIA, por lo que debe ser tratado de manera 
oportuna y continua, que en este momento requiere con urgencia que se cumpla con lo prescrito puesto que 
necesita una operación urgente por su enfermedad ASTEROSCLEROTICA AORTO ILIACA Y DE MIEMBROS  
INFERIORES, por tal razón los médicos informaron el procedimiento que debían realizar (REPARO 
ENDOVASCULAR DE VASOS DE GRAN CALIBRE CON REALIZACION DE UN CERAB PARA MEJORAR EL 
FLUJO DE ENTRADA A AMBOS MIEMBROS INFERIORES), la cual quedaron de programar, pero hasta la 
fecha no la han programado.  
 
Así mismo, la accionante manifiesta que al acercarse a la EPS SALUD TOTAL, esta responde que: 

“se brindó opción de programar procedimiento de manera ambulatoria, una vez estén los insumos 
solicitados y los trámites administrativos. Desdé la coordinación del servicio de hemodinamia, se 
gestionó proceso de cotización y compra de insumos, sin embargo, no se ha logrado la consecución 
de 1 de los stents (stent autoexpandible no cubierto de 10x40 mm y 60 mm), ya que no hay 
disponibilidad de este. Es por esto por lo que aún no se ha logrado programar el procedimiento. Se 
continúa realizando la gestión de adquisición del insumo para proceder a agendar fecha.” 

 
La parte accionante indica que, ha colocado mas de 3 peticiones a la Supersalud entidad reguladora de las 
EPS y que esta a hecho caso omiso, sin dar respuesta, que en virtud al empeoramiento de su abuelo y el 
deterioro de su vida tomo la decisión de instaurar la presente tutela a fin de que no se sigan vulnerando los 
derechos fundamentales de salud, mínimo vital y vida por parte de la EPS SALUD TOTAL y LA REINA 
CATALINA. 
 
Conforme lo anterior se advierte que, lo que solicita como medida provisional es la misma pretensión de la 
tutela, por lo que se negara la medida solicitada toda vez que la pretensión inmediata constituye materia objeto 
de estudio dentro de la presente tutela, y adicionalmente, no se evidencian las suficientes pruebas para otorgar 
lo pretendido en aras de evitar un perjuicio irremediable del accionante. 
 
En virtud de lo motivado el Juzgado, 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 
SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-
11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 

 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 

en Estado No. ___  En la secretaría del Juzgado a las 

8:00 A.M 

Soledad, _________2024 

_____________________ 

LA SECRETARIA 
 

 
R E S U E L V E 

 
1. ADMITIR la presente acción de tutela instaurada por el señor por KAROLAY DIANIS BRACHO 

COLINA en calidad de agente oficiosa de su abuelo JOAQUIN TOMAS SALAZAR SANCHEZ, contra 
SALUD TOTAL EPS y FUNDACIÓN REINTA CATALINA por la presunta vulneración de los derechos 
fundamentales A LA SALUD, MINIMO VITAL y VIDA. 
 

2. OFICIAR: a SALUD TOTAL EPS y FUNDACIÓN REINTA CATALINA a fin de que en el término de 
cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibo de la presente comunicación, se sirva a rendir 
un informe detallado conforme a los hechos expuestos en sede tutelar. Para tal efecto, se conmina a 
que la actora notifique a la entidad a través de correo electrónico y allegue constancia a este Despacho 
de la notificación.    
 

3. Téngase como pruebas los documentos aportados por la parte actora en el escrito tutelar. 
 

4. Oficiar a la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD, a la presente acción, para que, en ejercicio 
de sus competencias realicen las investigaciones pertinentes frente a la acción de tutela de la 
referencia 

 
5. Negar la medida provisional elevada por la accionante, toda vez que la pretensión inmediata constituye 

materia objeto de estudio dentro de la presente tutela. 
 

6. Se advierte a los accionados que el DESACATO a esta orden judicial motivará a las sanciones 
previstas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, sin perjuicios de las sanciones penales a que 
hubiere lugar. 
 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 
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Soledad, Cinco  (05) de Marzo  de dos mil veinticuatro (2024). 
  
Entra el Despacho a resolver la solicitud de NULIDAD formulada por el demandado WILSON RAFAEL 
ATENCIA GAMARRA, a través apoderado de apoderado judicial, por considerar vulnerado su derecho al 
debido proceso y a la defensa. 
 

ANTECEDENTES 
 
Expone el incidentante en su memorial que, en el presente caso, existen irregularidades que configuran nulidad, 
al tenor del artículo 133 del Código General del Proceso, numerales 4 y 8, manifestando como tales las que 
según su criterio jurídico surgen de los siguientes aspectos: 
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ACTUACION PROCESAL 
 

En el presente proceso se libró mandamiento de pago mediante auto de fecha 16 de junio de 2021.  
 
Con memorial recibido en el correo institucional el día 29 de junio de 2021, el Dr. FREDIS ELIÉCER DÍAZ 
TUIRÁN, identificado con la cédula de ciudadanía No. 72.155.590 y portador de la tarjeta profesional No. 
359.456 del C. S de la J., aporta poder especial a su favor conferido por el demandado WILSON RAFAEL 
ATENCIA GAMARRA, para que ejerza su representación judicial en esta litis, adjuntando igualmente el escrito 
de solicitud de nulidad, exponiendo los hechos que según su criterio jurídico vulneran sus garantías procesales, 
en los términos de los numerales 4 y 8 del artículo 133 del C. G. P.  
 
 

TRASLADO 
 
Mediante fijación en lista No. 006 de fecha 28 de julio de 2021, se corrió traslado a la parte demandante, quien 
dentro del término allegó memorial oponiéndose a la prosperidad de la nulidad y solicitando su rechazo. 
Además, solicita se tenga por notificado por conducta concluyente al demandado, a voces del artículo 301 del 
C.G.P.  
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CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 
Ha previsto el legislador en la norma procesal Civil, en forma taxativa unas las causales de nulidad, como 
mecanismo por medio del cual las actuaciones anómalas pueden corregirse para así adecuar el procedimiento. 
Igualmente previó en el parágrafo del artículo 133 del ordenamiento citado, que las demás irregularidades del 
proceso se tendrán por subsanadas si no son impugnadas oportunamente por medio de los recursos 
establecidos en el Código.  
 
De acuerdo al artículo 135 que regula los requisitos para alegarla, en términos generales son:  
 

 Quien la alegue deberá tener legitimación para proponerla, expresar la causal invocada y los hechos 
en que se fundamenta. 
 

 No puede ser planteada por quien dio lugar al hecho que la origina ni quien no la alegó como excepción 
previa, habiendo tenido oportunidad de hacerlo.  

 
En el presente caso, el demandado WILSON RAFAEL ATENCIA GAMARRA solicita la nulidad del presente 
proceso, por considerar que el demandante omitió lo prevenido en el estatuto procesal, en relación con el deber 
de enviar simultáneamente con la presentación de la demanda, copia de ella y sus anexos a los demandados, 
configurándose, según su dicho, las causales de nulidad consagradas en el artículo 133, numerales 4 y 8 del 
Código General del Proceso. Así mismo, que a pesar de tal yerro, esta agencia judicial ordenara la medida 
cautelar solicitada en el libelo y que la notificación realizada no está de acuerdo a lo establecido en el artículo 
291 ibídem, ya que tampoco se adjuntó copia de la demanda y sus anexos, que le permitiera ejercer su derecho 
a la defensa.  
 
El artículo 133 en sus numerales 4º y 8° del Código General del Proceso, dispone que: 
 

“Artículo 133. Causales de nulidad. El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes 
casos: 
(…) 
4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder. 
8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas 
determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser 
citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la 
ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad 
que de acuerdo con la ley debió ser citado”. 

 
En relación con la nulidad planteada con base en el numeral 4º, encuentra el despacho que adolece de falta de 
sustentación, evidenciándose el incumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 135 del C.G.P., ya que 
en el petitum nulitorio el demandado no menciona en qué consiste la indebida representación que alega.  
 
En cuanto a la solicitud de nulidad del numeral 8º, tiene su fundamento esta causal en el debido proceso, 
consagrado en el artículo 29 de nuestra Carta Magna, que tutela el derecho de defensa que se ve lesionado 
cuando se adelanta el juicio a espaldas de quien no fue notificado de manera oportuna y eficaz. 
 
Empero, el artículo 134 del Código General del Proceso consagra que la solicitud de nulidad debe realizarse 
dentro de un espacio determinado, el cual debe tenerse en cuenta para no ir en detrimento del principio de la 
seguridad jurídica, la preclusión y la cosa juzgada, así: 
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“Artículo 134. Oportunidad y trámite. Las nulidades podrán alegarse en cualquiera de las instancias antes 
de que se dicte sentencia o con posteridad a esta, si ocurrieren en ella.” 

 
A su vez, y en relación con lo anterior, para que salga avante cualquier solicitud de nulidad, se debe cumplir 
con ciertos requisitos, los cuales se encuentran consagrados en el artículo 135 ibídem, como son: 
 

“Artículo 135. Requisitos para alegar la nulidad. La parte que alegue una nulidad deberá tener legitimación 
para proponerla, expresar la causal invocada y los hechos en que se fundamenta, y aportar o solicitar las 
pruebas que pretenda hacer valer. No podrá alegar la nulidad quien haya dado lugar al hecho que la origina, 
ni quien omitió alegarla como excepción previa si tuvo oportunidad para hacerlo, ni quien después de 
ocurrida la causal haya actuado en el proceso sin proponerla. 
(…) 
La nulidad por indebida representación o por falta de notificación o emplazamiento solo podrá ser alegada 
por la persona afectada. 
El juez rechazará de plano la solicitud de nulidad que se funde en causal distinta de las determinadas en 
este capítulo o en hechos que pudieron alegarse como excepciones previas, o la que se proponga después 
de saneada o por quien carezca de legitimación. (Subrayas por el Despacho). 
 

Corresponde entonces realizar el análisis pertinente al caso sub examine, para establecer si efectivamente 
aparece acreditada la nulidad del numeral 8º que se depreca por el demandado, o en su defecto, se declara 
infundada la misma, partiendo del hecho que efectivamente este tiene la calidad de afectado, y por supuesto, 
la circunstancia de no haber actuado en el proceso, después de ocurrido el hecho que la genera, sin proponerla. 
 
Si bien se cumple con los requisitos establecidos para tal fin, como son, por una parte, que se trata de un 
proceso que no se ha terminado aún por causa legal, y de otro lado, que el demandado WILSON RAFAEL 
ATENCIA GAMARRA es el presuntamente afectado con la irregularidad planteada, no es procedente entrar a 
estudiar la nulidad que se alega en este proceso, como es la referente a no haberse practicado en debida forma 
la notificación del auto que libra mandamiento de pago, debido a que, en efecto, no existe en el plenario 
constancia de haberse practicado la notificación del auto que libra mandamiento de pago, por tanto, no hay 
lugar a predicarse si fue indebida o no.  
 
Conforme lo anteriormente expuesto, estima el despacho que no se han vulnerado las garantías del debido 
proceso y el derecho de defensa del Señor WILSON RAFAEL ATENCIA GAMARRA, quien confirió poder al 
profesional del derecho, a través del cual participa del proceso. Así las cosas, en el presente caso no se cumplen 
las exigencias basilares que regulan el trámite de nulidad según las causales 4 y 8 del artículo 133 del C.G.P., 
por lo que se denegarán las nulidades planteadas.  
 
Por encontrarse ajustado a lo reglado en los arts. 75 y siguientes del C.G.P., y artículo 5º del Decreto 806 de 
2020 (hoy Ley 2213 de 2022), además que dicho poder que cuenta con diligencia de presentación personal 
efectuada ante Notaría, el despacho accederá a reconocerle personería adjetiva al profesional del derecho. 

Así las cosas, por ser procedente, resulta del caso aplicar los presupuestos establecidos en el artículo 301 del 
Código General del Proceso, el cual reza:  
 

“Artículo 301. Notificación por conducta concluyente. La notificación por conducta concluyente surte 
los mismos efectos de la notificación personal. Cuando una parte o un tercero manifieste que conoce 
determinada providencia o la mencione en escrito que lleve su firma, o verbalmente durante una audiencia 
o diligencia, si queda registro de ello, se considerará notificada por conducta concluyente de dicha 
providencia en la fecha de presentación del escrito o de la manifestación verbal.  
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD 
TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA POR EL 
ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 
2,018 AL CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD 
Constancia: El anterior auto se notifica por anotación 
en Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 
A.M Soledad, 

 
_____________ 
LA SECRETARIA 

Quien constituya apoderado judicial se entenderá notificado por conducta concluyente de todas las 
providencias que se hayan dictado en el respectivo proceso, inclusive del auto admisorio de la demanda o 
mandamiento ejecutivo, el día en que se notifique el auto que le reconoce personería, a menos que la 
notificación se haya surtido con anterioridad. Cuando se hubiese reconocido personería antes de admitirse 
la demanda o de librarse el mandamiento ejecutivo, la parte será notificada por estado de tales 
providencias…” 

 
En consecuencia, este Despacho, tendrá notificado por conducta concluyente al demandado WILSON RAFAEL 
ATENCIA GAMARRA, del auto del 16 de junio de 2021, a partir de la notificación que por estado electrónico 
se haga de este proveído, fecha en la cual se le remitirá al correo electrónico de su apoderado, copia del 
expediente digital el cual incluye el auto que libra mandamiento y decreta medidas, fecha a partir de la cual le 
empezará a correr el término de traslado de la demanda, consistente en diez (10) días hábiles, dentro de los 
cuales podrá ejercer su derecho a la defensa y proponer excepciones. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO 
TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÙLTIPLE DE 
SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en 
nombre de la República y por autoridad de la Constitución, 

 
RESUELVE 

 
1. Reconózcase la personería para actuar al Dr. FREDIS ELIÉCER DÍAZ TUIRÁN, identificado con la cédula 

de ciudadanía No. 72.155.590 y portador de la tarjeta profesional No. 359.456 del C. S de la J., como 
apoderado judicial del demandado WILSON RAFAEL ATENCIA GAMARRA, C.C. 7.421.813, en los 
términos y para los efectos del poder conferido. 
 

2. Rechazar de plano la nulidad planteada con base en el numeral 4 del art. 133 del C.G.P., conforme lo 
considerado en este proveído.  
 

3. Negar la nulidad formulada con base en el numeral 8 del art. 133 del C.G.P., por las razones expuestas en 
la parte motiva del presente proveído. 

 
4. Téngase notificado por conducta concluyente al demandado WILSON RAFAEL ATENCIA GAMARRA, 

C.C. 7.421.813, del auto de fecha 16 de junio de 2021.  
 

5. Una vez notificado por estado el presente proveído, remitir expediente digital al correo electrónico del 
apoderado judicial, Dr. FREDIS ELIÉCER DÍAZ TUIRÁN, fecha desde la cual le empezará a correr el 
término de traslado de la demanda, consistente en diez (10) días hábiles.  
 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

   

 

              MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

             JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL – Soledad, Cinco  (05) de Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señor Juez a su Despacho, la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente para 
su estudio. Sírvase proveer 

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, le corresponde a esta Agencia Judicial el estudio preliminar de la 
demanda ejecutiva promovida por VISIÓN FUTURO ORGANISMO COOPERATIVO a través de apoderado 
judicial, en contra de MANJARRES NARVAEZ DIANA MARIA y ARROYO CASTRO ANDRES FABIAN, se 
observa que el ejecutante aporta correo electrónico de los ejecutados los siguientes: 
DIANAM35@OUTLOOK.COM y FABIANANDRES2796@GMAIL.COM señalando “que la dirección 

electrónica fue aportada por el cliente al momento de solicitar el crédito”, no obstante, no se allegan las pruebas 
de ello, tal como lo señala el inciso 2° del artículo 8° de la Ley 2213 de 2022:  

 

“El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que 
la dirección electrónica o sitio suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará 
la forma como la obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las 
comunicaciones remitidas a la persona por notificar.  
(…)”. 
 

En razón a ello, la parte activa deberá aportar las pruebas correspondientes de como obtuvo los correos 
electrónicos de los ejecutados. 
 

Por lo anterior, el Juzgado inadmite la demanda y le hace saber a la parte actora que dispone de cinco (5) días 
para subsanar el defecto señalado y si no lo hiciere, la rechazará de plano conforme lo dispone el inciso 4° del 
artículo 90 del C. G. P. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado, 

 

RESUELVE 

 

1. INADMITIR la demanda presentada y se le hace saber a la parte actora que dispone de cinco (5) días 

para subsanar el defecto señalado y si no lo hiciere, la rechazará de plano conforme lo dispone el 

inciso 4° del artículo 90 del C. G. Mantener en secretaria por cinco (5) días. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD 
TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE 
SEPTIEMBRE DE 2,018 AL CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE 
SOLEDAD 
Constancia: El anterior auto se notifica por 
anotación en Estado No. ___ En la secretaría del 
Juzgado a las 8:00 A.M Soledad, 

 
_____________ 
LA SECRETARIA 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL – Cinco  (05) de Marzo  de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente 

para su estudio. Sírvase proveer.  

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo  de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Visto el informe secretarial que antecede, y como el documento aportado como título de recaudo ejecutivo con 

la demanda, se desprende a cargo del demandado una obligación expresa, clara y actualmente exigible de 

cancelar al demandante una cantidad líquida en dinero, el Juzgado atendiendo lo reglado en los artículos 

422,424, 430,431 del C. G.  P., 

 

RESUELVE 

 

1. Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva, en contra del ejecutado VICTOR MANUEL ARAGON 

TORRADO C.C. 1.129.521.226 a favor BANCO DE OCCIDENTE S.A. NIT: 890.300.279-4 por la las 

siguientes sumas:  

 

 VEINTITRÉS MILLONES VEINTISÉIS MIL TRESCIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS 

($23.026.365) correspondiente al capital contenido en el pagaré objeto de la presente litis. Más los 

intereses moratorios liquidados desde el 9 de septiembre de 2023, hasta el pago total de la obligación, 

liquidados a la tasa establecida en el titulo valor siempre y cuando no supere la tasa máxima permitida 

por la Superintendencia Financiera. 

 DOS MILLONES SESENTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS CUATRO PESOS ($2.066.804) 

correspondiente a intereses corrientes contenidos en el pagaré objeto de ejecución.  

 

Sumas que deberán pagar los demandados dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este 

auto, la cual se hará conforme lo señalado en los artículos 290 - 293 y 301 del C.G.P., debiendo entregarles 

al momento de la notificación copia de la demanda y sus anexos para la respectiva contestación. De igual 

forma, también podrá efectuarse este trámite acorde a lo preceptuado en el artículo 8 de la Ley 2213 de 

2022.  

 

2. Hágasele saber al demandado que dispone de un término de diez (10) días para presentar las excepciones 

que estime convenientes para su defensa. Líbrese la respectiva comunicación. 

 

3. Téngase a la sociedad CONVENIR SISTEMAS DE COBRANZAS identificado(a) con NIT. No. 900.234.701, 

como apoderado(a) judicial de la parte demandante, en los fines y efectos del poder conferido. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 
MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

LA JUEZ 
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SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 
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SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 
INFORME SECRETARIAL – Cinco  (05) de Marzo    de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA DE MÍNIMA CUANTÍA, informándole que tiene 

cuenta con solicitud de medidas previas. Sírvase Proveer  

  

  

  JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo  de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que el apoderado judicial de la parte demandante, 
solicitó que se decrete medidas cautelares, que al ser revisadas, resultan procedentes de conformidad con los 
requisitos dispuestos en los artículos 593 y 599 del C. G. del P., el juzgado,  
  

En consecuencia, el juzgado,   

RESUELVE: 

   

PRIMERO: Decrétese el embargo y retención de las sumas de dinero depositadas en cuenta corriente, de 
ahorros, que posea el(la) demandado(a) VICTOR MANUEL ARAGON TORRADO identificado con C.C. 
1.129.521.226, en las diferentes entidades bancarias. Limítese en la suma de CUARENTA MILLONES 
DOSCIENTOS MIL PESOS M/L ($40.200.000) Correspondiente al valor del crédito, más las costas y el 50%, 
ello en observancia del numeral 10º del artículo 593 del C.G.P. Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
SEGUNDO: Decrétese el embargo y posterior secuestro del vehículo con placas JGM 490, de propiedad del 
demandado VICTOR MANUEL ARAGON TORRADO identificado con C.C. 1.129.521.226, que tiene garantía 
prendaria en favor del BANCO DE OCCIDENTE S.A. Líbrese oficio por conducto secretarial con destino a la 
Secretaria Distrital de Tránsito y Transporte de Barranquilla. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL – Cinco  (05) de Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente 

para su estudio. Sírvase proveer.  

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Visto el informe secretarial que antecede, y como el documento aportado como título de recaudo ejecutivo con 

la demanda, se desprende a cargo del demandado una obligación expresa, clara y actualmente exigible de 

cancelar al demandante una cantidad líquida en dinero, el Juzgado atendiendo lo reglado en los artículos 

422,424, 430,431 del C. G.  P., 

 

RESUELVE 

 

1. Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva, en contra del ejecutado JESUS EMIRO NAVARRO 

RUEDA C.C. 8.730.753 y GRACIA MARÍA DIAZ ZAPA C.C. 50.872.768 a favor REINALDO GOMEZ 

DIAZ C.C. 91.433.996 por la las siguientes sumas:  

 

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de septiembre 

de 2022.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de octubre de 

2022.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de noviembre de 

2022.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de diciembre de 

2022.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de enero de 2023.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de febrero de 

2023.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de marzo de 

2023.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de abril de 2023.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de mayo de 2023.  

 UN MILLÓN DE PESOS ($1.000.000) correspondiente al canon de arriendo del mes de junio de 2023.  

 

 TRES MILLONES DE PESOS ($3.000.000) correspondiente a la cláusula penal contenida en el 

contrato de arriendo objeto de ejecución.   

 

Sumas que deberán pagar los demandados dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este 

auto, la cual se hará conforme lo señalado en los artículos 290 - 293 y 301 del C.G.P., debiendo entregarles 

al momento de la notificación copia de la demanda y sus anexos para la respectiva contestación. De igual 

forma, también podrá efectuarse este trámite acorde a lo preceptuado en el artículo 8 de la Ley 2213 de 

2022.  
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 

2. Hágasele saber al demandado que dispone de un término de diez (10) días para presentar las excepciones 

que estime convenientes para su defensa. Líbrese la respectiva comunicación. 

 

3. Téngase al(la) Dr(a). HERNANDO JOSÉ MARRIAGA SUÁREZ identificado(a) con C.C. No. 8.506.044 y 

T.P. No. 312.477 del C. S. de la J., como apoderado(a) judicial de la parte demandante, en los fines y efectos 

del poder conferido. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 
MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

LA JUEZ 
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SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 
INFORME SECRETARIAL –  Cinco  (05) de Marzo  de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA DE MÍNIMA CUANTÍA, informándole que tiene 

cuenta con solicitud de medidas previas. Sírvase Proveer  

  

  

  JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que el apoderado judicial de la parte demandante, 
solicitó que se decrete medidas cautelares, que al ser revisadas, resultan procedentes de conformidad con los 
requisitos dispuestos en los artículos 593 y 599 del C. G. del P., el juzgado,  
  

En consecuencia, el juzgado,   

RESUELVE: 

   

PRIMERO: Decrétese el embargo y retención de las sumas de dinero depositadas en cuenta corriente, de 
ahorros, que posea el(la) demandado(a) JESUS EMIRO NAVARRO RUEDA identificado con C.C. 8.730.753 y 
GRACIA MARÍA DIAZ ZAPA identificada con C.C. 50.872.768, en las diferentes entidades bancarias. Limítese 
en la suma de VEINTE MILLONES CUATROCIENTOS MIL PESOS M/L ($20.400.000) Correspondiente al valor 
del crédito, más las costas y el 50%, ello en observancia del numeral 10º del artículo 593 del C.G.P. Líbrese 
oficio por conducto secretarial. 
 
SEGUNDO: Decrétese el embargo y posterior secuestro e la cuota parte del bien inmueble con la matricula 
inmobiliaria No. 041 – 98494, de propiedad de JESUS EMIRO NAVARRO RUEDA identificado con C.C. 
8.730.753. Líbrese oficio por conducto secretarial con destino a la Oficina de Instrumentos Públicos de Soledad. 
 
TERCERO: Decrétese el embargo y posterior secuestro del bien inmueble con la matricula inmobiliaria No. 041 
– 83537, de propiedad de GRACIA MARÍA DIAZ ZAPA identificada con C.C. 50.872.768. Líbrese oficio por 
conducto secretarial con destino a la Oficina de Instrumentos Públicos de Soledad. 
 
                                                  NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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INFORME SECRETARIAL – veintinueve (29) de febrero de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente 

para su estudio. Sírvase proveer.  

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo  de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Visto el informe secretarial que antecede, y como el documento aportado como título de recaudo ejecutivo con 

la demanda, se desprende a cargo del demandado una obligación expresa, clara y actualmente exigible de 

cancelar al demandante una cantidad líquida en dinero, el Juzgado atendiendo lo reglado en los artículos 

422,424, 430,431 del C. G.  P., 

 

RESUELVE 

 

1. Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva, en contra del ejecutado GILMA ORCASITA 

MENDOZA C.C. 1.049.346.441 a favor BANCO SERFINANZA S.A. NIT: 860.043.186-6 por la las 

siguientes sumas:  

 

 VEINTE MILLONES CIENTO VEINTITRÉS MIL NOVECIENTOS TREINTA Y TRES PESOS 

($20.123.933) correspondiente al capital contenido en el pagaré objeto de la presente litis. Más los 

intereses moratorios liquidados desde el 31 de agosto e de 2023, hasta el pago total de la obligación, 

liquidados a la tasa establecida en el titulo valor siempre y cuando no supere la tasa máxima permitida 

por la Superintendencia Financiera. 

 DOS MILLONES SETECIENTOS CUARENTA Y SIETE MIL DOSCIENTOS SETENTA Y NUEVE 

PESOS ($2.747.279) correspondiente a intereses corrientes contenidos en el pagaré objeto de 

ejecución.  

 TRESCIENTOS TREINTA MIL SEISCIENTOS SETENTA Y CUATRO PESOS ($330.674) 

correspondiente a intereses corrientes contenidos en el pagaré objeto de ejecución.  

 

Sumas que deberán pagar los demandados dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este 

auto, la cual se hará conforme lo señalado en los artículos 290 - 293 y 301 del C.G.P., debiendo entregarles 

al momento de la notificación copia de la demanda y sus anexos para la respectiva contestación. De igual 

forma, también podrá efectuarse este trámite acorde a lo preceptuado en el artículo 8 de la Ley 2213 de 

2022.  

 

2. Hágasele saber al demandado que dispone de un término de diez (10) días para presentar las excepciones 

que estime convenientes para su defensa. Líbrese la respectiva comunicación. 

 

3. Téngase a la sociedad GESTIÓN CARTERA Y ASESORIAS LIMITADA GECAR LTDA identificado(a) con 

NIT. No. 802.020.203-3, como apoderado(a) judicial de la parte demandante, en los fines y efectos del poder 

conferido. 
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SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 
MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

LA JUEZ 
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DEMANDADO: GILMA ORCASITA MENDOZA C.C. 1.049.346.441 

ama 
Palacio de Justicia, carrera 21 calle 20 esquina Palacio de Justicia  
Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 
www.ramajudicial.gov.co  
Soledad – Atlántico.  Colombia 

SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 
INFORME SECRETARIAL – v Cinco  (05) de Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA DE MÍNIMA CUANTÍA, informándole que tiene 

cuenta con solicitud de medidas previas. Sírvase Proveer  

  

  

  JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que el apoderado judicial de la parte demandante, 
solicitó que se decrete medidas cautelares, que al ser revisadas, resultan procedentes de conformidad con los 
requisitos dispuestos en los artículos 593 y 599 del C. G. del P., el juzgado,  
  

En consecuencia, el juzgado,   

RESUELVE: 

   

PRIMERO: Decrétese el embargo y retención de las sumas de dinero depositadas en cuenta corriente, de 
ahorros, que posea el(la) demandado(a) GILMA ORCASITA MENDOZA identificada con C.C. 1.049.346.441, 
en las diferentes entidades bancarias. Limítese en la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS 
TREINTA MIL PESOS M/L ($36.430.000) Correspondiente al valor del crédito, más las costas y el 50%, ello en 
observancia del numeral 10º del artículo 593 del C.G.P. Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
SEGUNDO: Decrétese el EMBARGO Y SECUESTRO PREVENTIVO de la quinta parte del excedente del 
salario mínimo legal vigente y DEMÁS EMOLUMENTOS, legalmente embargables, que devenguen el(a) 
demandado(a) GILMA ORCASITA MENDOZA identificada con C.C. 1.049.346.441 como empleado(a) de B 
BRAUN MEDICAL S.A. Limítese en la suma de TREINTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA 
MIL PESOS M/L ($36.430.000) Correspondiente al valor del crédito, más las costas y el 50%, ello en 
observancia del numeral 10º del artículo 593 del C.G.P. Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 
 

RADICADO: 08-758-41-89-004-2023-00856-00 
PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR  
DEMANDANTE: COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A “COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 

DEMANDADO: EDUARDO ENRIQUE BOLIVAR ESQUIAQUI C.C. 8.775.699 

ama 
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Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 
www.ramajudicial.gov.co  
Soledad – Atlántico.  Colombia 

SICGMA 

INFORME SECRETARIAL – veintinueve (29) de febrero de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente 

para su estudio. Sírvase proveer.  

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Visto el informe secretarial que antecede, y como el documento aportado como título de recaudo ejecutivo con 

la demanda, se desprende a cargo del demandado una obligación expresa, clara y actualmente exigible de 

cancelar al demandante una cantidad líquida en dinero, el Juzgado atendiendo lo reglado en los artículos 

422,424, 430,431 del C. G.  P., 

 

RESUELVE 

 

1. Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva, en contra del ejecutado EDUARDO ENRIQUE 

BOLIVAR ESQUIAQUI C.C. 8.775.699 a favor COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A 

“COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 por la suma de QUINCE MILLONES DE PESOS 

($15.000.000) correspondiente al capital contenido en la letra de cambio objeto de la presente litis.  

 

 Más los intereses corrientes liquidados desde el 6 de octubre de 2019, hasta el 6 de octubre de 2021, 

liquidados a la tasa establecida en el titulo valor siempre y cuando no supere la tasa máxima permitida 

por la Superintendencia Financiera. 

 Más los intereses moratorios liquidados desde el 7 de octubre de 2021, hasta el pago total de la 

obligación, liquidados a la tasa establecida en el titulo valor siempre y cuando no supere la tasa máxima 

permitida por la Superintendencia Financiera. 

 

Sumas que deberán pagar los demandados dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este 

auto, la cual se hará conforme lo señalado en los artículos 290 - 293 y 301 del C.G.P., debiendo entregarles 

al momento de la notificación copia de la demanda y sus anexos para la respectiva contestación. De igual 

forma, también podrá efectuarse este trámite acorde a lo preceptuado en el artículo 8 de la Ley 2213 de 

2022.  

 

2. Hágasele saber al demandado que dispone de un término de diez (10) días para presentar las excepciones 

que estime convenientes para su defensa. Líbrese la respectiva comunicación. 

 

3. Téngase al(la) Dr(a). HERNANDO JOSÉ MARRIAGA SUÁREZ identificado(a) con C.C. No. 8.506.044 y 

T.P. No. 312.477 del C. S. de la J., como apoderado(a) judicial de la parte demandante, en los fines y efectos 

del poder conferido. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 
MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

LA JUEZ 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 
 

RADICADO: 08-758-41-89-004-2023-00856-00 
PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR  
DEMANDANTE: COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A “COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 

DEMANDADO: EDUARDO ENRIQUE BOLIVAR ESQUIAQUI C.C. 8.775.699 

ama 
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SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 
 

RADICADO: 08-758-41-89-004-2023-00856-00 
PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR  
DEMANDANTE: COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A “COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 

DEMANDADO: EDUARDO ENRIQUE BOLIVAR ESQUIAQUI C.C. 8.775.699 

ama 
Palacio de Justicia, carrera 21 calle 20 esquina Palacio de Justicia  
Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 
www.ramajudicial.gov.co  
Soledad – Atlántico.  Colombia 

SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 
 
INFORME SECRETARIAL – Cinco  (05) de Marzo    de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA DE MÍNIMA CUANTÍA, informándole que tiene 

cuenta con solicitud de medidas previas. Sírvase Proveer  

  

  

  JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que el apoderado judicial de la parte demandante, 
solicitó que se decrete medidas cautelares, que al ser revisadas, resultan procedentes de conformidad con los 
requisitos dispuestos en los artículos 593 y 599 del C. G. del P., el juzgado,  
  

En consecuencia, el juzgado,   

RESUELVE: 

   

PRIMERO: Decrétese el EMBARGO Y SECUESTRO PREVENTIVO del 30% de la mesada pensional y DEMÁS 
EMOLUMENTOS, legalmente embargables, que devenguen el(a) demandado(a) EDUARDO ENRIQUE 
BOLIVAR ESQUIAQUI identificado con C.C. 8.775.699 como pensionado(a) de PROTECCIÓN. Limítese en la 
suma de VEINTITRÉS MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA MIL PESOS M/L ($23.550.000) 
Correspondiente al valor del crédito, más las costas y el 50%, ello en observancia del numeral 10º del artículo 
593 del C.G.P. Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
SEGUNDO: Decrétese el embargo y retención de las sumas de dinero depositadas en cuenta corriente, de 
ahorros, que posea el(la) demandado(a) EDUARDO ENRIQUE BOLIVAR ESQUIAQUI identificado con C.C. 
8.775.699, en las diferentes entidades bancarias. Limítese en la suma de VEINTITRÉS MILLONES 
QUINIENTOS CINCUENTA MIL PESOS M/L ($23.550.000) Correspondiente al valor del crédito, más las costas 
y el 50%, ello en observancia del numeral 10º del artículo 593 del C.G.P. Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 
 

RADICADO: 08-758-41-89-004-2023-00857-00 
PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR  
DEMANDANTE: COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A “COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 

DEMANDADO: KATIA DEL SOCORRO CARRILLO FONTALVO C.C. 22.673.866 

ama 
Palacio de Justicia, carrera 21 calle 20 esquina Palacio de Justicia  
Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 
www.ramajudicial.gov.co  
Soledad – Atlántico.  Colombia 

SICGMA 

INFORME SECRETARIAL – Cinco  (05) de Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente 

para su estudio. Sírvase proveer.  

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Visto el informe secretarial que antecede, y como el documento aportado como título de recaudo ejecutivo con 

la demanda, se desprende a cargo del demandado una obligación expresa, clara y actualmente exigible de 

cancelar al demandante una cantidad líquida en dinero, el Juzgado atendiendo lo reglado en los artículos 

422,424, 430,431 del C. G.  P., 

RESUELVE 

 

1. Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva, en contra del ejecutado KATIA DEL SOCORRO 

CARRILLO FONTALVO C.C. 22.673.866 a favor COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A 

“COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 por la suma de QUINCE MILLONES DE PESOS 

($15.000.000) correspondiente al capital contenido en la letra de cambio objeto de la presente litis.  

 

 Más los intereses corrientes liquidados desde el 8 de octubre de 2019, hasta el 8 de octubre de 2021, 

liquidados a la tasa establecida en el titulo valor siempre y cuando no supere la tasa máxima permitida 

por la Superintendencia Financiera. 

 Más los intereses moratorios liquidados desde el 9 de octubre de 2021, hasta el pago total de la 

obligación, liquidados a la tasa establecida en el titulo valor siempre y cuando no supere la tasa máxima 

permitida por la Superintendencia Financiera. 

 

Sumas que deberán pagar los demandados dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este 

auto. 

 

2. Hágasele saber al demandado que dispone de un término de diez (10) días para presentar las excepciones 

que estime convenientes para su defensa. Líbrese la respectiva comunicación. 

 

3. Ordenar el emplazamiento de la parte demandada KATIA DEL SOCORRO CARRILLO FONTALVO C.C. 

22.673.866, de conformidad con lo establecido en los artículos 108 del CGP en concordancia con el Art. 10 

de la Ley 2213 de 2022, haciendo la publicación en el Registro Nacional de Personas Emplazadas, respecto 

del emplazamiento que se le hace a la demandada, las partes en el proceso, su naturaleza y la 

denominación del juzgado que lo requiere. Por secretaria dejar constancia en el expediente de tales actos. 

 

4. Téngase al(la) Dr(a). HERNANDO JOSÉ MARRIAGA SUÁREZ identificado(a) con C.C. No. 8.506.044 y 

T.P. No. 312.477 del C. S. de la J., como apoderado(a) judicial de la parte demandante, en los fines y efectos 

del poder conferido. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 
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PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR  
DEMANDANTE: COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A “COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 
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ama 
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SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 
MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

LA JUEZ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  

http://www.ramajudicial.gov.co/


                                                                 

 

Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 
 

RADICADO: 08-758-41-89-004-2023-00857-00 
PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR  
DEMANDANTE: COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A “COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 

DEMANDADO: KATIA DEL SOCORRO CARRILLO FONTALVO C.C. 22.673.866 
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SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 
 
INFORME SECRETARIAL –  Cinco  (05) de Marzo    de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA DE MÍNIMA CUANTÍA, informándole que tiene 

cuenta con solicitud de medidas previas. Sírvase Proveer  

  

  

  JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que el apoderado judicial de la parte demandante, 
solicitó que se decrete medidas cautelares, que al ser revisadas, resultan procedentes de conformidad con los 
requisitos dispuestos en los artículos 593 y 599 del C. G. del P., el juzgado,  
  

En consecuencia, el juzgado,   

RESUELVE: 

   

PRIMERO: Decrétese el EMBARGO Y SECUESTRO PREVENTIVO del 30% de la mesada pensional y DEMÁS 
EMOLUMENTOS, legalmente embargables, que devenguen el(a) demandado(a) KATIA DEL SOCORRO 
CARRILLO FONTALVO identificada con C.C. 22.673.866 como pensionado(a) de PROTECCIÓN. Limítese en 
la suma de VEINTITRÉS MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA MIL PESOS M/L ($23.550.000) 
Correspondiente al valor del crédito, más las costas y el 50%, ello en observancia del numeral 10º del artículo 
593 del C.G.P. Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
SEGUNDO: Decrétese el embargo y retención de las sumas de dinero depositadas en cuenta corriente, de 
ahorros, que posea el(la) demandado(a) KATIA DEL SOCORRO CARRILLO FONTALVO identificada con C.C. 
22.673.866, en las diferentes entidades bancarias. Limítese en la suma de VEINTITRÉS MILLONES 
QUINIENTOS CINCUENTA MIL PESOS M/L ($23.550.000) Correspondiente al valor del crédito, más las costas 
y el 50%, ello en observancia del numeral 10º del artículo 593 del C.G.P. Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 
 

RADICADO: 08-758-41-89-004-2023-00858-00 
PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR  
DEMANDANTE: COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A “COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 

DEMANDADO: MARLENE DEL CARMEN CERA DE ALBA C.C. 32.810.557 

ama 
Palacio de Justicia, carrera 21 calle 20 esquina Palacio de Justicia  
Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 
www.ramajudicial.gov.co  
Soledad – Atlántico.  Colombia 

SICGMA 

INFORME SECRETARIAL – Cinco  (05) de Marzo   de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente 

para su estudio. Sírvase proveer.  

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo  de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Visto el informe secretarial que antecede, y como el documento aportado como título de recaudo ejecutivo con 

la demanda, se desprende a cargo del demandado una obligación expresa, clara y actualmente exigible de 

cancelar al demandante una cantidad líquida en dinero, el Juzgado atendiendo lo reglado en los artículos 

422,424, 430,431 del C. G.  P., 

 

RESUELVE 

 

1. Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva, en contra del ejecutado MARLENE DEL CARMEN 

CERA DE ALBA C.C. 32.810.557 a favor COOPERATIVA MULTIACTIVA SERVICIO W&A 

“COOPMULTW&A” NIT: 901.333.209-1 por la suma de TREINTA MILLONES DE PESOS 

($30.000.000) correspondiente al capital contenido en la letra de cambio objeto de la presente litis.  

 

 Más los intereses corrientes liquidados desde el 10 de octubre de 2019, hasta el 10 de octubre de 

2021, liquidados a la tasa establecida en el titulo valor siempre y cuando no supere la tasa máxima 

permitida por la Superintendencia Financiera. 

 Más los intereses moratorios liquidados desde el 11 de octubre de 2021, hasta el pago total de la 

obligación, liquidados a la tasa establecida en el titulo valor siempre y cuando no supere la tasa máxima 

permitida por la Superintendencia Financiera. 

 

Sumas que deberán pagar los demandados dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este 

auto, la cual se hará conforme lo señalado en los artículos 290 - 293 y 301 del C.G.P., debiendo entregarles 

al momento de la notificación copia de la demanda y sus anexos para la respectiva contestación. De igual 

forma, también podrá efectuarse este trámite acorde a lo preceptuado en el artículo 8 de la Ley 2213 de 

2022.  

 

2. Hágasele saber al demandado que dispone de un término de diez (10) días para presentar las excepciones 

que estime convenientes para su defensa. Líbrese la respectiva comunicación. 

 

3. Téngase al(la) Dr(a). HERNANDO JOSÉ MARRIAGA SUÁREZ identificado(a) con C.C. No. 8.506.044 y 

T.P. No. 312.477 del C. S. de la J., como apoderado(a) judicial de la parte demandante, en los fines y efectos 

del poder conferido. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 
MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

LA JUEZ 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA 

TRANSITORIA POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

Constancia: El anterior auto se notifica por 

anotación en Estado No.____En la secretaría 

del Juzgado a las  

Soledad, _ __ 

LA SECRETARIA 

 

 
 
INFORME SECRETARIAL –  Cinco  (05) de Marzo    de Dos mil Veinticuatro (2024). 

Señora Juez a su Despacho la presente demanda EJECUTIVA DE MÍNIMA CUANTÍA, informándole que tiene 

cuenta con solicitud de medidas previas. Sírvase Proveer  

  

  

  JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo   de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto y verificado el anterior informe secretarial, se tiene que el apoderado judicial de la parte demandante, 
solicitó que se decrete medidas cautelares, que al ser revisadas, resultan procedentes de conformidad con los 
requisitos dispuestos en los artículos 593 y 599 del C. G. del P., el juzgado,  
  

En consecuencia, el juzgado,   

RESUELVE: 

   

PRIMERO: Decrétese el EMBARGO Y SECUESTRO PREVENTIVO del 30% de la mesada pensional y DEMÁS 
EMOLUMENTOS, legalmente embargables, que devenguen el(a) demandado(a) MARLENE DEL CARMEN 
CERA DE ALBA identificada con C.C. 32.810.557 como pensionado(a) de FIDUPREVISORA S.A. Limítese en 
la suma de CUARENTA Y SIETE MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS M/L ($47.500.000) Correspondiente 
al valor del crédito, más las costas y el 50%, ello en observancia del numeral 10º del artículo 593 del C.G.P. 
Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
SEGUNDO: Decrétese el embargo y retención de las sumas de dinero depositadas en cuenta corriente, de 
ahorros, que posea el(la) demandado(a) MARLENE DEL CARMEN CERA DE ALBA identificada con C.C. 
32.810.557, en las diferentes entidades bancarias. Limítese en la suma de CUARENTA Y SIETE MILLONES 
QUINIENTOS MIL PESOS M/L ($47.500.000) Correspondiente al valor del crédito, más las costas y el 50%, 
ello en observancia del numeral 10º del artículo 593 del C.G.P. Líbrese oficio por conducto secretarial. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 
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SICGMA 

Soledad, () de marzo de dos mil veinticuatro (2024).   
 
 
Entra el Despacho a decidir lo concerniente al INCIDENTE DE NULIDAD impetrado con memorial recibido el 
16 de marzo de 2021, por el Dr. LUIS ALBERTO GABALO FANDIÑO, identificado con la C.C. No. 19.586.993 
y portador de la T. P. No. 150.715 del C. S. de la J., actuando en calidad de apoderado judicial de la demandada 
MIRYAM VISBAL DE ORTEGA, C.C. 32.810.618, con fundamento en lo dispuesto en el numeral 8º del artículo 
133 del Código General del Proceso, y artículo 29 de la Constitución Nacional.  

                                                                            
ANTECEDENTES 

 

Manifiesta el incidentante que:  
 

6) Que la parte actora por activa a través de su abogada, presenta constancia de envió de notificación 
personal al señor Augusto Ortega Visbal, y según la constancia, dice que no fue entregada por que la 
persona a notificar no reside en esa dirección. Pero la parte actora por activa, olvida intentar notificar a la 
otra demandada señora Miriam Visbal de Ortega. 
 

7). Que sin mediar palabra, la abogada de la entidad demandante presenta escrito de fecha 29 de mayo 
del 2014, en el que solicita se emplace al señor Augusto Ortega Visbal, pero no pide que la otra demandada 
señora Miriam Visbal de Ortega, sea emplazada, cosa que debió haber hecho, dado que no había sido 
notificada por ningún medio. Se puede notar en ese escrito que afirma tener dos direcciones para notificar, 
mas, sin embargo, sin haber intentado notificarlo en la segunda dirección, procede a pedir emplazamiento 
(primera irregularidad). 
 

8). Que el Despacho mediante auto de fecha de junio del 2014, ordena emplazar al señor Augusto Ortega 
Visbal, para que se le notificara por este medio del auto que libró mandamiento de pago. Nótese que a 
pesar que saben que son dos demandados, solo ordenan emplazar a uno solo de ellos, al señor Augusto 
Ortega Visbal, olvidándose ordenar emplazar a la otra demandada la señora Miriam Visbal de Ortega. 
 

11). Que con fecha 19 de diciembre del 2014 la parte actora por activa, presenta escrito allegando página 
del periódico la Libertad, en el que se denota que se emplazó solo al señor Augusto Visbal Ortega. 
 

12). Que con fecha 26 de enero del 2015, se declara emplazado al señor Augusto Visbal Ortega, y en el 
mismo auto se designa terna de curadores. 
 

13). Que con fecha 30 de enero del 2015, la curadora Ad litem, Dra. Agustina Mercado de Cuentas, contesta 
la demanda, en favor de Augusto Ortega Visbal, y en su escrito afirma contestar también en favor de la 
señora Miriam Visbal de Ortega, lo cual es falso dado que respecto de mi mandante NUNCA se intentó 
notificarla, NUNCA se ordenó emplazarla, y NUNCA fue emplazada, de tal manera que la Curadora Ad 
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SICGMA 

Litem, no pudo haber ejercido el Derecho a la Defensa de la demandada Miriam Visbal de Ortega, por tanto 
deviene una NULIDAD ABSOLUTA e insaneable. 
 

14). Que en auto de fecha 25 de febrero del 2015, por proceso de descongestión el expediente paso al 
Juzgado Tercero Civil Municipal de Descongestión de Soledad – Atlántico, quien en avoco el conocimiento, 
quien al parecer no se percató de la protuberante irregularidad que afecta el Derecho a la Defensa Debido 
Proceso y Acceso a la Justicia de la señora Miriam Visbal de Ortega. 
 

18). Que es evidente y salta a la vista que se ha dictado sentencia, sin haber vinculado en debida forma a 
mi mandante Miriam Visbal de Ortega, toda vez, que reitero NUNCA fue notificada, es más ni siquiera se 
hizo el intento de enviarle una sola notificación personal, NUNCA se ordenó su emplazamiento, NUNCA 
fue emplazada, por tanto se generó aquí una Nulidad que sin lugar a dudas debe ser atendida y resuelta 
en favor de mi mandante y garantizar así que se le otorgue la posibilidad de ejercer el Derecho a la Defensa 
dentro de los cánones del Debido Proceso.  
 

19). Que es bien cierto, que antes de dictarse sentencia y/o ordenar seguir adelante la ejecución mi 
mandante presentó un poder, sin embargo ello no es óbice para que no prospere la Nulidad planteada, toda 
vez que NUNCA hasta ahora, ha actuado, y es y era deber del Despacho, revisar antes de ordenar seguir 
adelante la ejecución, que hubiese alguna irregularidad procesal que afectara el Derecho a la Defensa y el 
Debido Proceso, como en efecto, ha ocurrido dentro del presente proceso, ya que entre otras cosas, antes 
de presentarse el poder se le había vulnerado el Derecho a la Defensa y Debido Proceso, pues para esa 
fecha ya se había ordenado emplazar al otro demandado, dejando de lado a mi mandante, a quien tampoco 
se había intentado notificar mediante notificación personal, razón está por la que no procedía emplazar. 
 

(…) 
 

Ciertamente, estamos frente a la oportunidad para que se decrete la nulidad de todo lo actuado en este 
proceso, y se brinde a mi mandante y a los otros herederos determinados e indeterminados la posibilidad 
de ejercer su Derecho a la Defensa, dentro de los cánones del Debido Proceso, entre otras cosas porque 
a pesar de haberse dictado sentencia, la misma no se encuentra ejecutoriada. 
 

En todo caso, si estuviese ejecutoriada la sentencia, en este caso es procedente incluso la Nulidad, dado 
que por la falta de vinculación de uno de los demandados y afectados, la nulidad planteada puede prosperar 
y es oportuna, reitero aun si la sentencia estuviese ejecutoriada. 
 

En el caso de marras, aun el auto o sentencia que ordena seguir adelante la ejecución no ha alcanzado su 
ejecutoria, la cual se suspende con la presentación de la Nulidad. 
 

La emisión de la sentencia publicada en estado No. 44 del 12 de Marzo del 2021, está plagada de nulidad, 
pues no se hizo control de legalidad, pues de habérselo hecho se hubiese percatado que la Litis se 
encuentra trabada, por la falta de notificación o vinculación de la señora Miriam Visbal de Ortega.  
 

(…) 
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DECLARACIONES Y CONDENAS 
Primero: Que se declare la Nulidad de todo lo actuado a partir del auto que libro mandamiento de pago 
dentro del proceso de la referencia, a efectos que mi mandante Miriam Visbal de Ortega, pueda ejercer en 
debida forma el Derecho a la Defensa, dentro de los términos del Debido Proceso. 
Segundo: Que al decretarse la nulidad de todo lo actuado, se manifieste mediante auto a partir de qué 
momento se tiene por notificada a mi mandante Miriam Visbal de Ortega, a efectos de tener claridad sobre 
los términos para ejercer el Derecho a la Defensa”. 

 
TRASLADO DEL DEMANDANTE 

 
Mediante fijación en lista No. 007 de fecha 02 de septiembre de 2021, se corrió traslado a la parte demandante, 
quien hizo uso del mismo, allegando escrito justificando la notificación realizada en el proceso a la parte 
demandada y solicitando seguir adelante la ejecución.  
 

CONSIDERACIONES 
  
Las nulidades procesales son irregularidades que se presentan en el marco del proceso, y que, por su gravedad, 
el legislador les ha atribuido la consecuente sanción de invalidar las actuaciones surtidas, en garantía del 
derecho constitucional al debido proceso; por tanto, a través de su declaratoria se controla no solo la validez 
de la actuación procesal, sino, además, el restablecimiento de la norma constitucional.  
 
De manera que sólo los casos previstos taxativamente como causales de nulidad en los arts. 133 y 134 del C. 
G. P. se pueden considerar como vicios invalidadores de la actuación cuando el juez lo declara expresamente; 
y, por lo tanto, cualquiera otra circunstancia no cobijada como tal podrá ser una irregularidad (cuyo efecto se 
puede impedir mediante la utilización de los recursos), pero jamás servirá para fundamentar una declaración 
de invalidez de la actuación. 
 
Dispone el artículo 134 en su inciso primero que “Las nulidades podrán alegarse en cualquiera de las instancias 
antes de que se dicte sentencia o con posteridad a esta, si ocurrieren en ella”, para lo cual es menester presentar 
un escrito en el cual se exprese el interés para proponer la causal o causales que se invocan y los hechos en 
que se fundamenta; si no se reúnen tales requisitos, o si existe alguno de los motivos que llevan a tener por 
saneada la nulidad o que prohíben alegarla por haber caducado la oportunidad para hacerlo, o no la está 
alegando la persona afectada, debe el juez rechazarla de plano. 
 
Se tiene por entendido suficientemente que solo puede declararse nulidad procesal atendiendo las causales 
que expresa y claramente establece el legislador, por lo tanto, las causales de nulidad son taxativas, no es 
admisible aplicación analógica ni extensiva. Es decir, las correspondientes al Artículo 133 Ley 1564 de 2012 
Código General del Proceso, (modificación del Artículo 140 del Código de Procedimiento Civil).  
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Bajo este entendido, el Código General del Proceso en el Capítulo II del Título IV se ocupa de regular las 
nulidades, enlistando las causas taxativas que las generan, las oportunidades para alegarlas, la forma para 
declararlas y sus consecuencias, y los eventos llamados a sanearlas. En efecto, dispone el numeral 8º del 
artículo 133, sobre el cual fundamenta su solicitud la incidentante: 
 

Art. 133 Causales de nulidad. El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 
  

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas 
determinadas, o el emplazamiento de las demás personas, aunque sean indeterminadas, que deban 
ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, 
cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona 
o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.  

 
LA NULIDAD POR INDEBIDA REPRESENTACIÓN O POR FALTA DE NOTIFICACIÓN O EMPLAZAMIENTO 
SOLO PODRÁ SER ALEGADA POR LA PERSONA AFECTADA.  

 
Sería del caso proceder a estudiar de fondo la pretensión de nulidad y la configuración de la causal invocada, 
si no es porque de entrada encuentra esta sede judicial la ausencia de uno de los requisitos necesarios para 
que la solicitud de nulidad pueda ser estudiada, como lo es la legitimación e interés que debe tener quien la 
invoca, presupuesto que en este caso no se cumple, por la no concurrencia de este requisito, el cual, a la luz 
del ordenamiento procesal civil es indispensable para dar curso a la petición de la Señora MIRYAM VISBAL 
DE ORTEGA, como que solo podrá proponerla o alegarla directamente la persona que se afecta con la falta de 
la notificación. Así lo exigen las normas procesales subsiguientes al artículo 133 del estatuto procesal, ya que 
el legislador fijó un tratamiento diferenciado frente a esta causal específicamente, en lo que a su trámite y 
declaratoria se refiere.  
 
En el caso del inciso final del artículo 134 ibídem, consagra taxativamente “La nulidad por indebida 
representación, notificación o emplazamiento, solo beneficiará a quien la haya invocado. (…)”, este a su vez 
armoniza con lo previsto en la parte inicial del artículo 135 de la misma obra, que prevé “La parte que alegue 
una nulidad deberá tener legitimación para proponerla (…)”, que a su turno en el inciso 3º de la misma regla 
dispone “La nulidad por indebida representación o por falta de notificación o emplazamiento solo podrá ser 
alegada por la persona afectada”.  
 
En el mismo sentido, el inciso final del artículo 135 C.G.P., dispone: “El juez rechazará de plano la solicitud de 
nulidad que se funde en causal distinta de las determinadas en este capítulo o en hechos que pudieron alegarse 
como excepciones previas, o la que se proponga después de saneada o por quien carezca de legitimación”. 
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De suerte entonces que, para proceder a su declaratoria, resulta indispensable que la petición de nulidad haya 
sido invocada por el mismo sujeto que resulte afectado o perjudicado con la falta de notificación. 
 
Requisito este que echa de menos este despacho al analizar la petición elevada por el apoderado de la Señora 
MIRYAM VISBAL DE ORTEGA, quien depreca la nulidad de todo lo actuado, a partir del auto que libra 
mandamiento de pago, así también, se manifieste mediante auto a partir de qué momento se tiene por notificada 
a su representada, a efectos de tener claridad sobre los términos para ejercer el derecho a la defensa. 
Así lo ha reiterado de manera insistente la jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 
Justicia, que, al estudiar el presupuesto de la legitimación en el régimen de las nulidades, ha evocado sus 
antiguos pronunciamientos sobre el punto, refiriendo:  
 

“Con relación a este punto, la doctrina especializada sostiene que, 
 

«(...) como el legislador no consagró las nulidades procesales por mero prurito formalista, sino con el fin de 
proteger los derechos vulnerados con la ocurrencia de la irregularidad, [se] ha sostenido que en casación 
la nulidad no puede invocarse indistintamente por cualquiera de las partes, sino tan solo por el litigante que 
tenga interés en su declaración».  
 

La normativa instrumental, entonces, reclama de quien alega una nulidad la prueba de su interés para 
hacerlo, traducido en «la utilidad o el perjuicio jurídico, moral o económico que (...) puedan representar las 
peticiones incoadas (...) y la consiguiente decisión que sobre ellas se adopte». De ahí que, en casos 
similares al que ahora ocupa la atención de la Corte, se haya considerado que 
 

«(...) no es suficiente que el asunto padezca de por lo menos una anomalía capaz de estructurar alguno de 
los motivos de anulación, sino que es indispensable que “quien haga el planteamiento se halle debidamente 
legitimado al efecto; ello en razón de que prevalido de dicha causal puede concurrir únicamente aquella 
parte a quien de manera trascendental el vicio le produzca daño, le cause un perjuicio tal, al punto que 
legalmente le afecte o pueda afectarle sus derechos correlativos, como así ciertamente surge de los 
artículos 142 y 143 del Código de Procedimiento Civil, pues „si se tiene en cuenta el principio de la 
trascendencia, se puede sentar como regla general la de que está legitimado para alegar una nulidad 
procesal quien a causa del vicio haya sufrido lesión o menoscabo de sus derechos‟ (G.J., t. CLXXX, pág. 
193)” (Sent. 035, abr. 12/2004, exp. 7077).  
 

Dentro del escenario acabado de reseñar, por averiguado se tiene que la nulidad amparada en el numeral 
9º del artículo 140 ibídem –“cuando no se practica en legal forma la notificación a personas determinadas, 
o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como 
partes”– 4 , solo podrá ser reclamada por los sujetos de derecho indebidamente notificados o emplazados, 
o sea, como lo dice el artículo 143 ejusdem, “solo podrá alegarse por la persona afectada”, ya que, cual lo 
tiene sentado la doctrina de la Sala, en lo atañadero a la mencionada causal “si bien es cierto que no puede 
ser puesta en conocimiento para que los indebidamente citados la convaliden, lo que la convierte 
virtualmente en insubsanable, no lo es menos que ello no significa que cualquiera de las partes resulte 
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habilitada para alegarla, puesto que en el punto se mantiene inquebrantable la exigencia conforme a la cual 
solo puede proponerla quien se encuentre legitimado para ello, es decir, aquel que no hubiere sido citado 
al proceso, sin perjuicio de que el juez de instancia la decrete dentro de las oportunidades que para ello le 
otorga la ley” (sent., abr. 28/95, reiterada, entre otras, en sent., feb. 22/2000).  
 

Lo expuesto en precedencia lleva a afirmar que la parte a quien la anomalía no le irrogue perjuicio, carece, 
por tanto, de legitimación para plantearla, pues las nulidades por indebida representación o falta de 
notificación o emplazamiento, “no pueden ser invocadas eficazmente sino por la parte mal representada, 
notificada o emplazada, por ser ella en quien exclusivamente radica el interés indispensable para alegar 
dichos vicios” (G.J., t. CCXXXIV, pág. 180).  
 

Con arreglo a la añosa doctrina jurisprudencial de la Corte es palmario, por consiguiente, que la 
particularizada declaración de nulidad no puede solicitarla un sujeto procesal diferente al indebidamente 
representado o a quien no se le ha hecho la notificación en legal forma, puesto que el código, al reglamentar 
el interés para promoverla, de manera perentoria dispone que la originada en la indebida representación o 
falta de notificación o emplazamiento como lo contempla la ley, solo podrá ser invocada por la persona 
lesionada, o sea, aquella que de manera directa resulte afectada por una cualquiera de esas anomalías, 
desde luego que comprometen en forma grave el derecho de defensa; para reiterarlo con palabras de la 
Sala “solo el perjudicado con la actuación anómala se encuentra legitimado para alegar la nulidad” (G.J., t. 
CCXXXIV, pág. 619)» (CSJ SC, 3 sep. 2010, rad. 2006-00429-01).” 
 

Pues bien, para esta agencia judicial, la falta de legitimación que hace improcedente la nulidad deprecada, 
radica en el hecho que el título ejecutivo Pagaré No. 05702026300002560 de fecha 31 de octubre de 2003, que 
en el presente proceso se cobra, no fue suscrito por la Señora MIRYAM VISBAL DE ORTEGA, sólo por el 
demandado AUGUSTO DAVID ORTEGA VISBAL, quien aparece firmando, con su número de cédula, en dos 
espacios al final del documento destinados a los otorgantes, como se observa en la siguiente imagen:   
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Enseña la ley sustantiva que el título ejecutivo es la condición de la ejecución y consiste, necesariamente, en 
un documento en el cual se plasma la voluntad de las partes y del cual resulta a cargo del demandado una 
obligación expresa, clara y exigible, en favor del demandante. 
 
El inciso 1º del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, en su redacción vigente para el tiempo en que 
se expidió el mandamiento de pago, disponía que “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 
expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y 
constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal 
de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las 
providencias que en procesos contencioso - administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia”. 
 
Así mismo, el Código de Comercio establece los requisitos generales y específicos que deben contener los 
títulos valores, los que se encuentran descritos en el artículo 621 de la mencionada codificación, los cuales son: 
(i) La mención del derecho que en el título se incorpora, y (ii) La firma de quién lo crea. 
 
Visto lo anterior, después de estudiada la nulidad invocada, encuentra este operador judicial la necesidad de 
dar cumplimiento de lo establecido en el artículo 42 del C.G.P., en virtud que es deber del juez de conocimiento 
ejercer en cada una de las etapas procesales surtidas el control de legalidad, por mandato del artículo 7 del 
C.G.P., a fin de evitar posibles nulidades o irregularidades, en concordancia con el art. 132 ibídem, que a la 
letra reza:  
 

“Agotada cada etapa del proceso el juez deberá realizar control de legalidad para corregir o sanear los 
vicios que configuren nulidades u otras irregularidades del proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos 
nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes, sin perjuicio de lo previsto para los recursos de 
revisión y casación”. 

  
Advertida la irregularidad que en esta instancia se pone de presente, considera esta Agencia Judicial que tal 
eventualidad puede ser enmendada aplicando la teoría de los autos ilegales expuesta reiteradamente por la 
jurisprudencial1 al señalar que la ejecutoria de los autos no atan al juez, y en caso de avizorarse una ilegalidad, 
ésta debe desconocer el proveído en la primera oportunidad en que se advierta.  

                                                           
1 Si bien es cierto que la revocatoria oficiosa no está permitida en nuestro ordenamiento procesal, también es cierto que por vía de jurisprudencia se contempla que los autos 

manifiestamente ilegales no cobran ejecutoria y por consiguiente no atan al juez, la Corte constitucional mediante sentencia T-1274/05 Referencia: expediente T-1171367 
Accionante: Alvaro Niño Izquierdo. Demandado: Juzgado 33 Civil del Circuito de Bogotá. Magistrado Ponente: Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL Bogotá, D. C., seis (6) de 
diciembre de dos mil cinco (2005). (Tomada de la página web de la corte), señaló:  
 

“Así, pues, bajo esta perspectiva no cabe duda que en el asunto sometido a examen el juez excedió sus competencias e incurrió en una vía de hecho judicial que, por no poder 
ser controvertida a través de otro mecanismo judicial -dado que el accionante los agotó todos-, debe ser conjurada por el juez constitucional.”  
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Pues bien, en el presente proceso desde su inicio se incurrió en error respecto de la vinculación de la señora 
MIRYAM VISBAL DE ORTEGA, cuando se procedió a librar mandamiento de pago, y no se tuvo en cuenta que 
la citada no se encontraba firmando el titulo ejecutivo. Es decir, que no se estaba cumpliendo con los requisitos 
previstos en el artículo 621 del Código de Comercio, a saber, el derecho que en él se incorpora, y la firma de 
quien lo crea, y en el caso del pagaré, los contemplados por el artículo 709 del estatuto mercantil. En este orden 
de ideas, no debió ser vinculada como demandada en esta litis, por no ser suscriptora del título de recaudo en 
este proceso.   
 
Así mismo, se tiene que al momento de realizarse la notificación por edicto emplazatorio, el mismo se hizo 
únicamente frente al demandado AUGUSTO DAVID ORTEGA VISBAL, por tal motivo la curadora ad-litem 
debió solo responder por el demandado referido, y no como expresó en su contestación que lo hacía por los 
dos demandados, por cuanto no estaba surtida de ninguna manera la notificación de la supuesta demandada 
MIRYAM VISBAL DE ORTEGA, configurándose efectivamente un vicio procesal.  
 
Cabe resaltar que, si bien es cierto el apoderado de la nulitante allegó el día 02 de mayo de 2019 el poder 
conferido a su favor y sólo un (1) año y diez meses después es que presenta la referida nulidad, no es menos 
cierto que es deber del despacho impedir la continuidad de dicho yerro, el cual siguió hasta la sentencia de 
venta en pública subasta, es decir, obran actuaciones que resultan ilegales y que atentan contra la Señora 
MIRYAM VISBAL DE ORTEGA, quien había sido vinculada a un proceso, donde si bien suscribió la escritura 
de hipoteca, no es menos cierto que no es obligada en el pagaré, por no constar su firma en el mismo. 
 
Por lo que, con fundamento en lo anteriormente expuesto, el despacho dispondrá dejar sin efecto alguno, a 
partir del mandamiento de pago inclusive, todas las actuaciones que adolecen del defecto que se pone de 
presente en esta oportunidad, por tratarse de irregularidades vulneratorias de los derechos de la solicitante. 
 
Así las cosas, el despacho rechazará de plano la nulidad planteada, comoquiera que, de acuerdo con la 
normatividad expuesta en precedencia, no está legitimada materialmente por pasiva en el presente proceso, al 
no ser suscriptora del título ejecutivo que da lugar a la demanda que nos atañe, para en su lugar, ejercer el 
control de legalidad oficioso como viene señalado. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO 
TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÙLTIPLE DE 
SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia en 
nombre de la República y por autoridad de la Constitución. 

 

                                                           
“- Sin embargo, no desconoce la Corte que, tal como se argumentó por la autoridad judicial accionada, respecto de la regla procesal de la irrevocabilidad de los autos, la Corte 
Suprema de Justicia ha establecido por vía jurisprudencial una excepción fundada en que los autos manifiestamente ilegales no cobran ejecutoria y por consiguiente no atan 
al juez. 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO 

CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO PCSJA18-

11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018.- 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación en 
Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 A.M 

Soledad, 

__________________ 
LA SECRETARIA 

 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Rechazar de plano la solicitud de nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, 
formulada por la Señora MIRYAM VISBAL DE ORTEGA, C.C. 32.810.618, a través de apoderado judicial, de 
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEGUNDO: Tener por ejercido el control de legalidad en el presente proceso. 
 
TERCERO: Déjese sin efecto alguno, a partir del auto de fecha 26 de noviembre de 2013 que libra mandamiento 
de pago inclusive, la totalidad de las actuaciones surtidas en el proceso en relación con la Señora MIRYAM 
VISBAL DE ORTEGA, C.C. 32.810.618, conforme lo motivado en precedencia. 
 
CUARTO: Contra la presente decisión no procede recurso alguno. 
 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 
 
 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 
LA JUEZ 

 
 

 

 

 

Firmado Por:

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov


Marta Rosario Rengifo Bernal

Juez Municipal

Juzgado Municipal

Civil 005

Soledad - Atlantico
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: eea2d0e43226a06b2230c78ca1be5603022e4f54e52d5f3e1a6e3d3b1afe2e88

Documento generado en 05/03/2024 12:00:38 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



                                                                 

 

Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2,018 A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 
 
RADICADO: 08-758-41-89-004-2024-00005-00 
PROCESO: EJECUTIVO SINGULAR 
DEMANDANTE: CONJUNTO RESIDENCIAL ALZACAR DE IVESUR NIT. 900.892.997-9 
DEMANDADO: RAUL STIVEN CABARCAS BULA C.C. 1.002.231.471 

 

ama 
Palacio de Justicia, carrera 21 calle 20 esquina Palacio de Justicia  
Correo electrónico   j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 
www.ramajudicial.gov.co  
Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

INFORME SECRETARIAL – Soledad, Cinco  (05) de Marzo  de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Señor Juez a su Despacho, la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente para 
su estudio. Sírvase proveer 
 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, veintinueve (29) 

de febrero de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, le corresponde a esta Agencia Judicial el estudio preliminar de la 
demanda ejecutiva promovida por CONJUNTO RESIDENCIAL ALZACAR DE IVESUR, a través de apoderada 
judicial, en contra de RAUL STIVEN CABARCAS BULA, se tiene que, la demanda presentada, adolece de los 
siguientes requisitos para su admisión: 
 

1. El numeral 4 del artículo 82 del Código General del Proceso establece como requisito de la demanda: 
“Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad”. 

 
Al revisar la demanda se tiene, que la misma no es clara en cuanto a lo pretendido, en ella la parte 
activa solicita se libre mandamiento de pago en contra de la demandada de la siguiente manera: 
 

“A.- Por la suma de $2.576.555, que es el monto de la obligación que por concepto de expensa 
común que adeuda el demandado sobre el apartamento 104 torre 2 del Conjunto Residencial 
Alcázar de Ivesur, correspondiente al periodo comprendido entre el enero de 2022 hasta el 
31 de octubre de 2023”. 
 

Lo anterior teniendo en cuanta que la parte activa debe discriminar cada cuota de administración 
adeudada por el ejecutado de manera Individual, en razón a que cada obligación es distinta y se hacen 
exigibles desde el momento que se causa cada una.  
 
En ese orden, es del caso requerir a la parte activa para que aclare lo antes señalado, además de 
recordarle que cualquier alteración de los hechos, pretensiones o de las partes, se debe ajustar a lo 
señalado en el articulo 93 del estatuto procesal, correspondiente a la reforma de la demanda.    
 

2. Si bien se allega documento mediante el cual la parte demandante manifiesta conferir poder a la 
doctora VANESSA SOFIA CARABALLO ROPAIN, lo cierto es que no se evidencia que haya sido 
presentado personalmente ante el Juez, notario u oficina judicial de apoyo (inciso 2 artículo 74 del 
CGP).  Tampoco reúne los requisitos establecidos por el artículo 5 de la Ley 2213 de 2022, 
correspondiente a que no se observa que se haya enviado por parte de la parte actora CONJUNTO 
RESIDENCIAL ALZACAR DE IVESUR poder por medio del correo electrónico, a la dirección 
electrónica de la apoderada (direcciones electrónicas que deben coincidir con las registradas en el 
SIRNA). Por tanto, al no existir evidencia de la trazabilidad del cruce de correos no se puede considerar 
que dicho poder ha sido conferido mediante mensaje de datos.  
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SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD 
TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE 
SEPTIEMBRE DE 2,018 AL CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE 
SOLEDAD 
Constancia: El anterior auto se notifica por 
anotación en Estado No. ___ En la secretaría del 
Juzgado a las 8:00 A.M Soledad, 

 
_____________ 
LA SECRETARIA 

Por lo anterior, el Juzgado inadmite la demanda y le hace saber a la parte actora que dispone de cinco (5) días 
para subsanar el defecto señalado y si no lo hiciere, la rechazará de plano conforme lo dispone el inciso 4° del 
artículo 90 del C. G. P. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado, 

RESUELVE 

 

1. INADMITIR la demanda presentada y se le hace saber a la parte actora que dispone de cinco (5) días 

para subsanar el defecto señalado y si no lo hiciere, la rechazará de plano conforme lo dispone el 

inciso 4° del artículo 90 del C. G. Mantener en secretaria por cinco (5) días. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 

Firmado Por:

Marta Rosario Rengifo Bernal

Juez Municipal

Juzgado Municipal

Civil 005

Soledad - Atlantico
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INFORME SECRETARIAL – Soledad, Cinco (05) de Marzo de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Señor Juez a su Despacho, la presente demanda EJECUTIVA SINGULAR, la cual se encuentra pendiente para 
su estudio. Sírvase proveer 
 
 

JUNNE RADA DE LA CRUZ  

SECRETARIA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE SOLEDAD, Cinco  (05) de 

Marzo   de Dos mil Veinticuatro (2024). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, le corresponde a esta Agencia Judicial el estudio preliminar de la 
demanda ejecutiva promovida por CONJUNTO RESIDENCIAL ALZACAR DE IVESUR, a través de apoderada 
judicial, en contra de DIANA CAROLINA ROMERO OLIVERO, se tiene que, la demanda presentada, adolece 
de los siguientes requisitos para su admisión: 
 

1. El numeral 4 del artículo 82 del Código General del Proceso establece como requisito de la demanda: 
“Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad”. 

 
Al revisar la demanda se tiene, que la misma no es clara en cuanto a lo pretendido, en ella la parte 
activa solicita se libre mandamiento de pago en contra de la demandada de la siguiente manera: 
 

“A.- Por la suma de $1.118.111, que es el monto de la obligación que por concepto de expensa 
común que adeuda el demandado sobre el apartamento 303 torre 5 del Conjunto Residencial 
Alcázar de Ivesur, correspondiente al periodo comprendido entre el diciembre de 2022 hasta 
el 31 de octubre de 2023”. 
 

Lo anterior teniendo en cuanta que la parte activa debe discriminar cada cuota de administración 
adeudada por el ejecutado de manera Individual, en razón a que cada obligación es distinta y se hacen 
exigibles desde el momento que se causa cada una.  
 
En ese orden, es del caso requerir a la parte activa para que aclare lo antes señalado, además de 
recordarle que cualquier alteración de los hechos, pretensiones o de las partes, se debe ajustar a lo 
señalado en el articulo 93 del estatuto procesal, correspondiente a la reforma de la demanda.    
 

2. Si bien se allega documento mediante el cual la parte demandante manifiesta conferir poder a la 
doctora VANESSA SOFIA CARABALLO ROPAIN, lo cierto es que no se evidencia que haya sido 
presentado personalmente ante el Juez, notario u oficina judicial de apoyo (inciso 2 artículo 74 del 
CGP).  Tampoco reúne los requisitos establecidos por el artículo 5 de la Ley 2213 de 2022, 
correspondiente a que no se observa que se haya enviado por parte de la parte actora CONJUNTO 
RESIDENCIAL ALZACAR DE IVESUR poder por medio del correo electrónico, a la dirección 
electrónica de la apoderada (direcciones electrónicas que deben coincidir con las registradas en el 
SIRNA). Por tanto, al no existir evidencia de la trazabilidad del cruce de correos no se puede considerar 
que dicho poder ha sido conferido mediante mensaje de datos.  
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SICGMA 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD 
TRANSFORMADO DE MANERA TRANSITORIA 
POR EL ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE 
SEPTIEMBRE DE 2,018 AL CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE 
SOLEDAD 
Constancia: El anterior auto se notifica por 
anotación en Estado No. ___ En la secretaría del 
Juzgado a las 8:00 A.M Soledad, 

 
_____________ 
LA SECRETARIA 

Por lo anterior, el Juzgado inadmite la demanda y le hace saber a la parte actora que dispone de cinco (5) días 
para subsanar el defecto señalado y si no lo hiciere, la rechazará de plano conforme lo dispone el inciso 4° del 
artículo 90 del C. G. P. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado, 

RESUELVE 

 

1. INADMITIR la demanda presentada y se le hace saber a la parte actora que dispone de cinco (5) días 

para subsanar el defecto señalado y si no lo hiciere, la rechazará de plano conforme lo dispone el 

inciso 4° del artículo 90 del C. G. Mantener en secretaria por cinco (5) días. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ 

Firmado Por:
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